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I. DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

1. Derechos Sociales de la Familia

A. Delitos de violencia contra la mujer

TSJ-SC (1105) 9-12-2022

Magistrada Ponente: Gladys María Gutiérrez Alvarado 

Caso: Willian Baute González

La Sala Constitucional establece criterio vinculante dirigido a to-
dos los jueces y juezas con competencia en materia de delitos de vio-
lencia contra la mujer, sobre la constitución de los equipos multidis-
ciplinarios previsto en la Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia con relación a la inspección de la 
vivienda de la víctima donde también haga vida el agresor.
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OBITER DICTUM 

Ahora bien, la Sala considera, por notoriedad judicial, que no existe uniformidad de cri-
terio por parte de los jueces y juezas con competencia en materia de delitos de violencia 
contra la mujer, en el otorgamiento, ejecución o revocatoria de las medidas de protección y 
seguridad contenidas actualmente en el artículo 106 de la vigente Ley Orgánica Sobre el 
Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, por lo que resulta necesario dictar, 
con carácter vinculante, un complemento de las políticas públicas dictaminadas en el obiter 
dictum de la sentencia de esta Sala N° 311 del 26 de abril de 2018, como parte de la necesaria 
actividad hermenéutica propia de las Salas y Tribunales Constitucionales en general, como 
desarrollo de los Textos Fundamentales y complemento a lo interno del Poder Público, en 
aras de garantizar la mayor eficacia posible de los mismos y de los actos jurídicos infra-
constitucionales, en este caso, en protección de los derechos y garantías de las mujeres, niñas 
y adolescentes víctimas de violencia (vid. art. 7 de la Ley Orgánica Sobre el Derecho de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia), en los siguientes términos: 

En su sustrato, el principio de debida diligencia contiene una obligación de medio, y no 
de resultado, por consiguiente, no es suficiente la sola declaratoria judicial para asegurar que 
se cumpla con el fin de las medidas de protección y seguridad previsto en la Ley Orgánica 
Especial, sino que es necesario la verificación de su real efectividad, so pena de generar la 
responsabilidad del operador de justicia.  

La Recomendación General 19, párrafo 9, de la Convención para la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación contra la Mujer, establece que “…de conformidad con la 
Convención, la discriminación no se limita a los actos cometidos por los gobiernos o en su 
nombre (véanse los incisos e) y f) del artículo 2 y el artículo 5). Por ejemplo, en virtud del 
inciso e) del artículo 2 de la Convención, los Estados Partes se comprometen a adoptar 
todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada 
por cualesquiera personas, organizaciones o empresas. En virtud del derecho internacio-
nal y de pactos específicos de derechos humanos, los Estados también pueden ser respon-
sables de actos privados si no adoptan medidas con la diligencia debida para impedir la 
violación de los derechos o para investigar y castigar los actos de violencia y proporcionar 
indemnización…” (Resaltado del original).  

A su vez, artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer “Convención Belem do Pará” refiere a las obligaciones in-
mediatas del Estado en casos de violencia contra las mujeres, que incluyen procedimientos, 
mecanismos judiciales y legislación encaminada a prevenir la impunidad, incluyendo medi-
das para proteger a las mujeres de actos de violencia inminentes. Establece: “Actuar con la 
debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer” (Capí-
tulo III Deberes de los Estados. Artículo 7 b). 

Más allá de todas las acciones vanguardistas que ha venido adoptando el Estado venezo-
lano, en todas las expresiones del Poder Público y del Poder Popular, esencialmente, desde la 
aprobación de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y de todo el proceso 
que ha impulsado su paradigmático desarrollo, en el caso de las medidas de protección y 
seguridad, el Juez o Jueza de violencia contra la mujer debe dictar y realizar actuaciones 
tendientes a determinar la situación real de violencia y garantizar los derechos humanos de la 
mujer víctima; por ello, es fundamental los objetivos y atribuciones que tienen en este aspec-
to, los equipos multidisciplinarios como órganos auxiliares de los Tribunales de Violencia, 
establecidos en la Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, y las herramientas contenidas en el artículo 7 eiusdem. 

En este sentido, la Ley Orgánica en mención establece: 
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“Obligación del Estado 

Artículo 7. El Estado tiene la obligación indeclinable de adoptar todas las medidas adminis-
trativas, legislativas, judiciales y de cualquier otra índole que sean necesarias y apropiadas 
para asegurar el cumplimiento de esta Ley y garantizar los derechos humanos de las muje-
res víctimas de violencia.” 

“Intervención de equipo interdisciplinario 

Artículo 17. En la recepción de las denuncias y en la investigación procesal de los hechos de 
que trata esta Ley, se utilizará personal debidamente sensibilizado, concientizado y capaci-
tado en violencia de género. Los respectivos despachos estarán dotados de salas de espera 
para personas imputadas, separadas de las destinadas para las víctimas.” 

“Servicios auxiliares 

Artículo 139. Los Tribunales de Violencia Contra la Mujer contarán con: 

1. Equipos multidisciplinarios o la asignación presupuestaria para la contratación de los 
mismos. 

(…).” (Resaltado de la Sala) 
“Objetivos del equipo multidisciplinario 

Artículo 140. Cada Tribunal de Violencia Contra la Mujer debe contar con un equipo 
multidisciplinario que se organizará como servicio auxiliar de carácter independiente e 
imparcial, para brindar al ejercicio de la función jurisdiccional experticia biopsicosocial 
legal de forma colegiada e interdisciplinaria. Este equipo estará integrado por profesiona-
les de la medicina, de la psiquiatría, de la educación, de la psicología, del trabajo social, del 
derecho, de la criminología y de otras profesiones con experiencia en la materia. En las zo-
nas en que sea necesario, se contará con expertas o expertos interculturales bilingües en 
idiomas indígenas.” (Resaltado de la Sala) 

“Atribuciones del equipo multidisciplinario 

Artículo 141. Son atribuciones de los equipos multidisciplinarios de los tribunales de vio-
lencia contra la mujer: 

1.  Emitir opinión, mediante informes técnicos integrales sobre la procedencia de prote-
ger a la mujer víctima de violencia, a través de medidas cautelares específicas. 

2.  Intervenir como expertos independientes e imparciales del Sistema de Justicia en los 
procedimientos judiciales, realizando experticias mediante informes técnicos integrales. 

3. Brindar asesoría integral a las personas a quienes se dicten medidas cautelares. 
4.  Asesorar a la jueza o juez en la obtención y estimación de la opinión o testimonio de 

las niñas, niños y adolescentes, según su edad y grado de madurez. 
5.  Auxiliar a los tribunales de violencia contra la mujer en la ejecución de las decisio-

nes judiciales. 
6.  Las demás que establezca la ley.” (Resaltado de la Sala) 
De las normas transcritas se desprende que los Equipos Multidisciplinarios son órganos 

auxiliares de los Tribunales con Competencia en Materia de Delitos de Violencia contra la 
Mujer, y, entre sus atribuciones, se encuentra la de ser auxiliar en la ejecución de las decisio-
nes judiciales. 

Así mismo, la referida Ley Orgánica con relación a las medidas de protección y seguri-
dad establece: 

“Medidas de seguridad y protección y medidas cautelares 
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Artículo 11. Las medidas de seguridad y protección, y las medidas cautelares son aquellas 
que impone la autoridad competente señalada en esta Ley, para salvaguardar la vida, prote-
ger la dignidad, integridad física, psicológica, sexual y los bienes patrimoniales de las muje-
res víctimas de violencia. La idoneidad, necesidad, urgencia, proporcionalidad y finalidad 
son elementos esenciales para su otorgamiento, debiendo prevalecer el mandato de garanti-
zar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia” (Resaltado de la Sala). 

De la norma en comento se observa el carácter positivo de las señaladas medidas, 
consistentes en impedir la continuidad del hecho de violencia y establece los presupuestos 
procesales para su procedencia: idoneidad, urgencia, necesidad, proporcionalidad y debida 
motivación; por ello, en atención de todo lo expuesto, con el objeto de resguardar la inte-
gridad psicológica, emocional y física de las mujeres, niñas y las adolescentes víctimas de 
violencia de género, y, a su vez, evitar excesos en su otorgamiento y revisión, y hasta tanto 
no sean dictados los protocolos de trabajo social sobre hechos de violencia de género, esta 
Sala Constitucional establece, con carácter vinculante, para todos los jueces y juezas con 
competencia en materia de delitos de violencia contra la mujer, que al momento de dictar 
una medida de protección y seguridad, o inmediatamente después de dictada en caso de 
urgencia, o previamente para revocar, sustituir, modificar alguna de ellas, debe ordenar al 
equipo multidisciplinario del Circuito Judicial de Violencia contra la Mujer, o, en su defec-
to, a los órganos auxiliares de investigación penal que cuenten con dichos equipos multi-
disciplinarios, o servicios de trabajo social, o solicite la colaboración de organismos públi-
cos o privados que también cuenten con dichos equipos multidisciplinarios o servicios de 
trabajo social, sin necesidad de juramento de los miembros respectivos por parte del Juez o 
Jueza de Violencia contra la Mujer para que en un lapso no mayor de tres (3) días conti-
nuos contados a partir de su notificación, realicen, según sea el caso, la visita social al 
inmueble o inmuebles donde habitan, conjunta o separadamente la víctima y el presunto 
agresor, dejando constancia de su condición en el inmueble (propietarios, inquilinos, po-
seedores, tenedores, entre otros), de la identificación de las personas que habitan el inmue-
ble y su relación con el presunto agresor y la víctima, de las características físicas del in-
mueble y su funcionalidad, de las condiciones de derechos humanos (Trato sobre dignidad 
y respeto, socialización, identidad de género, condiciones culturales, religiosas y sociales, 
económicas, salud y salubridad, y otras condiciones apreciadas como necesarias por él o la 
profesional o profesionales asignados) en que se encuentra la víctima y el presunto agresor, 
y de la situación actual del hecho de violencia (Si se mantiene -frecuencia- o cesó), y de 
cualquier otro aspecto que él o la profesional designado o designados, por la Coordinación 
o Jefe del Equipo Multidisciplinario o servicio de trabajo social -según sea el caso-, así 
como de cualquier otra circunstancia que el funcionario o funcionaria designada considere 
necesario dejar constancia en el acta que se levante al efecto.  

La imposibilidad momentánea de que se realice la visita de trabajo social, bien en el 
inmueble que habitan conjuntamente la víctima y el presunto agresor, o en los inmuebles, 
si tienen vivienda separada, no impide acordar, revocar, modificar o sustituir la medida de 
protección y seguridad, dado su carácter urgente, caso en el cual la visita de trabajo social 
se practicará en la primera oportunidad en que sea posible realizarla; a tal efecto, el Tribu-
nal mediante auto motivado dejará constancia del impedimento, y de ser posible, indicará 
la oportunidad en que se realizará; si el obstáculo o impedimento está relacionado con la 
peligrosidad de la zona donde se encuentra el inmueble o inmuebles, se ordenará que la 
visita de trabajo social sea realizada con protección policial. De ser necesario el transporte 
del profesional o profesionales que realizarán la visita de trabajo social, el Juez o Jueza con 
Competencia en Materia de Delitos de Violencia contra la Mujer, coordinará con la Direc-
ción Ejecutiva de la Magistratura o su dependencia regional, su obtención, o, en su defecto, 
solicitará el transporte al órgano policial o con la colaboración de organismos públicos o 
privados.  
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Para el otorgamiento por primera vez de las medidas de protección y seguridad, se acor-
darán con base a los elementos existentes en el expediente, pero se ordenará inmediatamente 
la visita de trabajo social con el objeto de verificar su efectividad. En el caso de que las me-
didas de protección y seguridad sean ordenadas por alguno de los órganos establecidos en el 
artículo 90 de la Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, será acordada con base a los elementos existentes en el expediente, pero deberán remitir 
el cuaderno abierto al efecto, inmediatamente, luego de la imposición de la medida, a los 
Tribunales con Competencia en Materia de Delitos de Violencia contra la Mujer de la Juris-
dicción, con el objeto de que el Juez o Jueza especializado procese la verificación de su efec-
tividad, conforme a los lineamientos de la presente sentencia. Es obligación de los jueces y 
juezas con competencia en materia de delitos de violencia contra la mujer, dictar las medidas 
para garantizar la integridad psicológica, emocional y física de las mujeres, niñas y las ado-
lescentes víctimas de violencia de género, con la debida diligencia y mediante decisiones con 
perspectiva de género. 

Visto lo anterior, se ordena publicar el presente fallo en la Gaceta Oficial de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, la Gaceta Judicial y la página de internet del Tribunal Supremo 
de Justicia, cuyo sumario será “Criterio vinculante sobre el otorgamiento, modificación, 
sustitución o revocación y ejecución de las medidas de protección y seguridad dictadas esta-
blecidas en la Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia” a los fines de hacer extensivo el conocimiento de esta sentencia, cuya aplicación es a 
partir de la publicación del presente fallo. 

B.  Protección del Matrimonio y las uniones estables de hecho 

TSJ-SC (493)  8-8-2022 

Magistrado Ponente: Luis Fernando Damiani Bustillos  

Caso: Luis Alberto Martines Lugo y Yineira Maitte Castillo Espinoza  

….Conforme al criterio con carácter vinculante que dejó sentado esta Sala en la deci-
sión parcialmente transcrita,[ Sala Constitucional en decisión N° 1.682 del 15 de julio de 
2005 (caso: “Carmela Mampieri Giuliani”) no cabe lugar a dudas que para la declaratoria 
de una unión estable de hecho, se requiere que esté demostrado el carácter permanente de 
la relación, que haga presumir frente a terceros que se está en presencia de ese vínculo, 
correspondiendo al juzgador, con base en las pruebas aportadas, la determinación de la 
permanencia o estabilidad de esa unión de hecho, estimando para ello como el tiempo 
mínimo, el lapso de dos (2) años según algunas estipulaciones de carácter normativo que 
hacen referencia a ese parámetro, a los fines de determinar el carácter continuo de la     
relación.  

En efecto, ese requisito de la permanencia resulta inmanente al de estabilidad, el cual 
es esencial para la determinación de la existencia de una relación concubinaria. Es por ello, 
que conforme a la Real Academia Española (RAE), la permanencia se concibe como “Du-
ración firme, constancia, perseverancia, estabilidad, inmutabilidad”, por lo que las unio-
nes fugaces o transitorias no guardan relación con el concepto de la unión more uxorio, 
[locución que proviene del latín: Mores: Costumbre, usos, conducta reiteradamente obser-
vada; constituye una fuente del Derecho desde los más remotos tiempos del Derecho Ro-
mano (Diccionario Jurídico Venelex, Tomo I, 2003, Editorial Arte, Caracas-Venezuela); 
Uxor - Uxoris: cónyuge, esposa- (Nicoliello, Nelson. Diccionario del Latín Jurídico, 1999, 
editorial B de F. Barcelona-España), a pesar de que dentro de estas se hayan procreado 
hijos, quedando por ende excluidas de las uniones estables de hecho los encuentros mera-
mente circunstanciales.  
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II.  EL ORDENAMIENTO ORGÁNICO DEL ESTADO 

1.  Poder Judicial 

A.  Tribunal Supremo de Justicia 

a.  Servicio público de administración de Justicia: Integración de la tecno-
logía al sistema de justicia. Firma electrónica

TSJ-SC (1248)  15-12-2022 

Magistrada Ponente: Gladys María Gutiérrez  

Caso: María Eugenia Torres Duarte y Fabio Antonio Volpe Leon 

La Sentencia de la sala Constitucional declara viable el uso pro-
gresivo de la firma electrónica en los escritos, diligencias, decisiones 
y actuaciones de los intervinientes en un expediente judicial, que se en-
cuentren en curso ante cualesquiera de los tribunales de la República; 
tanto por parte de los usuarios del Servicio Público de administración 
de Justicia, como por los funcionarios del Poder Judicial, previo cum-
plimiento de los requisitos establecidos en la normativa que regula el 
uso de esa tecnología de información, así como cualquier otra que deba 
dictar al respecto el Tribunal Supremo de Justicia. 

OBITER DICTUM 

Esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, al margen de lo decidido 
respecto de la solicitud de revisión constitucional que devino en inoponible, por las elementa-
les razones expuestas, estima oportuno hacer un pronunciamiento, con vista en la finalidad y 
ámbito de aplicación de la mencionada Resolución N° 05-2020 del 5 de octubre de 2020 
dictada por la Sala de Casación Civil del Alto Juzgado, dada la relevancia de la materia tec-
nológica y los actos de naturaleza electrónica capaces de obtener eficacia jurídica, todo ello 
aplicado a los procesos judiciales, y su palmaria presencia en cada vez más espacios de la 
dinámica social contemporánea.  

Pronunciamiento que atiende igualmente, al carácter de interés público que revisten las 
actividades científicas, tecnológicas, de innovación y sus aplicaciones, para el ejercicio de la 
soberanía nacional en todos los ámbitos de la sociedad y la cultura, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 2 de la Ley Orgánica de Reforma Parcial del Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Ciencia, Tecnología e Innovación -publicada en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.693 Extraordinario de fecha 01 de 
abril de 2022-. 

Así, se observa que la Sala de Casación Civil de este Máximo Tribunal de Justicia, dictó 
la aludida Resolución N° 05-2020 del 5 de octubre de 2020, mediante la cual se acordó “El 
Despacho Virtual, a partir del día lunes 5 de octubre de 2020, para todos los Tribunales que 
integran la Jurisdicción Civil a nivel nacional, asuntos nuevos y en curso”, a los fines de 
contribuir con las políticas adoptadas tanto por el Ejecutivo Nacional, como por el propio 
Poder Judicial, tendentes a la implementación de medidas urgentes, efectivas y necesarias, de 
protección y preservación de la salud de la población venezolana y visto que, las medidas 
adoptadas por el Ejecutivo Nacional, a través de la Comisión Presidencial Contra el COVID 
19, lograron la reducción de los contagios de las diferentes cepas de la enfermedad y marcha-
ron a la sucesiva flexibilización amplia, a los fines de ir progresivamente reactivando varios 
sectores de sociedad venezolana; de lo cual no escapa el Poder Judicial y el Sistema de Justi-
cia; es por lo que, la misma Sala de Casación Civil de este Máximo Tribunal de Justicia, 
mediante Resolución Nº 01-2022 del 16 de junio de 2022, acordó establecer en el territorio 
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nacional el Despacho Presencial para los Tribunales que integran la Jurisdicción Civil; dero-
gando la mencionada Resolución Nº 05-2020 del 5 de octubre de 2020, en su artículo 10 -
como ya se señaló-.  

Si bien es cierto que las herramientas tecnológicas, internet y otros medios electrónicos 
brindan grandes ventajas y libertades, y que la sociedad cada día las integra profusamente en 
sus relaciones, ello es posible gracias a un equilibrio entre las normas del ordenamiento jurí-
dico que lo permiten y aquellas que lo controlan para un uso reglado, seguro y efectivo. Este 
fenómeno también está presente en las relaciones jurídicas y en hechos que interesan al Dere-
cho y a lo judicial. Así, la integración de la tecnología al sistema de justicia, no sólo tiene por 
objeto aunar esfuerzos en el mejoramiento general del funcionamiento del Poder Judicial, 
sino que además, es una indispensable respuesta, a los fines de optimizar la organización de 
los archivos y avanzar en la tramitación de expedientes a través del sistema digital; toda vez 
que, se ha diseñado una plataforma digital donde cada entidad territorial cuenta con una 
página web para la publicación de su actividad jurisdiccional, y, de igual forma, se ha dis-
puesto la creación de correos electrónicos para todos los tribunales del país, vista la Resolu-
ción dictada por la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia,  Nº 2018-0014 del 21 de 
noviembre de 2018, donde se creó el Expediente Judicial Electrónico. 

Esta última Resolución de la Sala Plena de este máximo tribunal, fue dictada con la in-
tención de incorporar constantemente elementos que tiendan a facilitar y favorecer el manejo 
de las tecnologías de información, con el objeto de homogeneizar la actividad y gestión de 
los Tribunales de la República; y a los fines de implementar medidas proactivas para la dis-
minución del consumo de papel, para la impresión de las decisiones, resoluciones, citaciones, 
notificaciones y demás actuaciones que conforman los expedientes judiciales en papel y en 
tal sentido, creó el Expediente Judicial Electrónico, con el objeto de sustituir progresivamen-
te los expedientes actuales en papel, en tribunales de la República Bolivariana de Venezuela. 

En tal sentido, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, bajo el con-
texto normativo constitucional que estipula a la justicia como valor preeminente del Estado, 
la garantía de la tutela judicial efectiva, y el devenir presuroso de la telemática y las tecnolo-
gías en general, con sus herramientas cada vez más expandidas e imbricadas en los procesos 
en que interviene el tejido social, estima indispensable que se continue avanzando en el uso 
de la informática y optimizar su relación con los usuarios del servicio público de administra-
ción de Justicia, haciendo uso de las estructuras, herramientas y plataformas tecnológicas 
existentes y de aquellas que puedan preverse, y garantizando los esquemas de veracidad, 
confiabilidad, oportunidad, inmediatez y concentración, entre otros. 

En ese orden de ideas, observa esta Sala que la propia Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, en su artículo 110, ordena al Estado, reconocer: “el interés 
público de la ciencia, la tecnología, el conocimiento, la innovación y sus aplicaciones y los 
servicios de información necesarios”, por considerarlos “instrumentos fundamentales para 
el desarrollo económico, social y político del país, así como para la seguridad y soberanía 
nacional”. 

A los fines de hacer efectiva la previsión constitucional contenida en el comentado ar-
tículo 110, se dictó entre otras, la Ley de Infogobierno -publicada en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela Nº 40.274 de fecha 17 de octubre de 2013-, la cual 
efectivamente declara de interés público y de carácter estratégico las tecnologías de informa-
ción, como instrumentos para garantizar la efectividad, transparencia, eficacia y eficiencia de 
la gestión pública (artículo 4); contemplando como objeto de la Ley, en su artículo 1: “esta-
blecer los principios, bases y lineamientos que rigen el uso de las tecnologías de información 
en el Poder Público y el Poder Popular, para mejorar la gestión pública y los servicios que 
se prestan a las personas; impulsando la transparencia del sector público; la participación y 
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el ejercicio pleno del derecho de soberanía; así como, promover el desarrollo de las tecno-
logías de información libres en el Estado; garantizar la independencia tecnológica; la apro-
piación social del conocimiento; así como la seguridad y defensa de la Nación”. 

Así, la Ley de Infogobierno obliga a los órganos del Poder Público al uso de las tecno-
logías de información internamente, en sus relaciones interorgánica y con las personas en 
general, persiguiendo entre otros fines (artículo 3 eiusdem), facilitar las relaciones entre los 
órganos del Poder Público y las personas, a través del uso de las tecnologías de información; 
el mejoramiento continuo de los servicios que presta el Estado, la simplificación de trámites 
y procedimientos; que las personas puedan ejercer sus derechos y cumplir sus deberes ha-
ciendo uso de esas tecnologías de información; universalizar el acceso de las personas a las 
tecnologías de información, no sólo en beneficio propio, sino también en beneficio colectivo, 
de la sociedad; establecer los estándares mínimos de seguridad para el uso de esas tecnolo-
gías, ello sin dejar de considerar que la misma está en constante evolución; por lo que, la 
normativa que se dicte debe permitir la aplicación de los avances que en ese sentido se vayan 
dando en la globalización tecnológica; en definitiva se busca tal como expresamente, señala 
la Ley comentada “Fomentar la independencia tecnológica y con ello fortalecer el ejercicio 
de la soberanía nacional, sobre la base del conocimiento y uso de las tecnologías de infor-
mación libres en el Estado”. 

En tal sentido, cabe resaltar el contenido del artículo 8 de la referida Ley de Infogo-
bierno, el cual establece los “Derechos de las personas”, en cuanto al uso de las tecnologías 
de información en sus relaciones con los órganos del Poder Público, al disponer: 

“Artículo 8. En las relaciones con el Poder Público y el Poder Popular, las personas tienen 
derecho a: 

1. Dirigir peticiones de cualquier tipo haciendo uso de las tecnologías de información, 
quedando el Poder Público y el Poder Popular obligados a responder y resolver las mismas 
de igual forma que si se hubiesen realizado por los medios tradicionales, en los términos 
establecidos en la Constitución de la República y la Ley. 

2. Realizar pagos, presentar y liquidar impuestos, cumplir con las obligaciones pecuniarias 
y cualquier otra clase de obligación de esta naturaleza, haciendo uso de las tecnologías de 
información. 

3. Recibir notificaciones por medios electrónicos en los términos y condiciones establecidos 
en la ley que rige la materia de mensajes de datos y las normas especiales que la regulan. 

4. Acceder a la información pública a través de medios electrónicos, con igual grado de con-
fiabilidad y seguridad que la proporcionada por los medios tradicionales. 

5. Acceder electrónicamente a los expedientes que se tramiten en el estado en que éstos se 
encuentren, así como conocer y presentar los documentos electrónicos emanados de los 
órganos y entes del Poder Público y el Poder Popular, haciendo uso de las tecnologías de 
información. 

6. Utilizar y presentar ante el Poder Público y demás personas naturales y jurídicas, los 
documentos electrónicos emitidos por éste, en las mismas condiciones que los producidos 
por cualquier otro medio, de conformidad con la presente Ley y la normativa aplicable. 

7. Obtener copias de los documentos electrónicos que formen parte de procedimientos en 
los cuales se tenga la condición de interesado o interesada. 

8. Disponer de mecanismos que permitan el ejercicio de la contraloría social haciendo uso 
de las tecnologías de información. 

9. Utilizar las tecnologías de información libres como medio de participación y organización 
del Poder Popular”. (Negrillas de la Sala). 
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De lo anterior se evidencia, que el ordenamiento jurídico venezolano, desde la Carta 
Magna, y las normativas dictadas sobre ese particular, fomentan el uso de las tecnologías de 
información en todas las actividades del Estado y de los particulares, como individuos y 
como sociedad, considerándolas herramientas fundamentales que facilitan el desarrollo y 
cumplimiento efectivo de los fines del Estado, y ello evidentemente involucra al Poder Judi-
cial como una de las ramas del Poder Público, cuya función principal es la de administrar 
justicia y velar porque ésta efectivamente se aplique, buscando siempre que los trámites que 
se realizan por ante los distintos tribunales de la República, tiendan a la simplificación, la 
uniformidad, celeridad, transparencia y eficacia, ajustándose debidamente a los beneficios 
derivados del uso y avance de las nuevas tecnologías.  

Al respecto, esta Sala puede afirmar, que el uso de las tecnología de información en ma-
teria de procesos judiciales, favorece la celeridad procesal, el acceso a la justicia y el ejercicio 
efectivo de los derechos colectivos e individuales consagrados en la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y demás leyes vigentes; por lo que, el Poder Judicial debe 
velar porque los servicios que presta estén acorde a la realidad y avance tecnológico mundial, 
en pro de la simplificación y eficacia de una justicia eficiente y expedita. 

Sobre este particular, ya la Sala de Casación Civil de este Máximo tribunal, en sentencia 
Nº 000386 del 12 de agosto de 2022, expresó en cuanto a la Ley de Infogobierno y al uso de 
las tecnologías de información en la administración de justicia, lo siguiente: 

“Así las cosas, el Tribunal Supremo de Justicia como órgano del Poder Público está sujeto 
a acatar las disposiciones dimanadas en la Ley de Infogobierno vigente, cuya finalidad es 
mejorar la gestión pública y hacerla transparente facilitando el acceso de las ciudadanas y 
los ciudadanos a la información a través de medios tecnológicos y plataformas digitales. 

En tal sentido, esta ley está orientada a garantizar el derecho al acceso a la información pú-
blica, a través de tecnologías de información, para mejorar la gestión pública, y los servi-
cios que se prestan a las personas, impulsando la trasparencia de la gestión pública, la par-
ticipación ciudadana, el acceso a la información, la contraloría social, seguridad informáti-
ca, y protección de datos. 

Ahora bien, entre los actos de comunicación que el juez debe realizar dentro del proceso, se 
encuentran: i) la citación; ii) la intimación; y iii) la notificación. En tal sentido, la citación y 
la intimación debe realizarse en la forma prevista en la ley, no obstante, respecto de la noti-
ficación aunque el artículo 233 de la ley adjetiva civil establece las formas de practicar la 
notificación cuando esta sea necesaria dentro del proceso, sin embargo, para facilitar el 
oportuno acceso a la justicia se deberá hacer uso de las herramientas tecnológicas a través 
de medios telemáticos, informáticos y de comunicación (TIC) disponibles, dejando expresa 
constancia de la notificación realizada por el funcionario o funcionaria autorizado. 

(Omissis)”. (Negrillas de la Sala). 

De esta manera, puede afirmarse, que cuando se hace uso de las tecnologías de informa-
ción deben acatarse los estándares de seguridad necesarios previstos en las normativas espe-
cíficas que las regulan, los cuales a su vez servirán para garantizar la integridad, confidencia-
lidad, autenticidad y disponibilidad de la información, documentos y comunicaciones elec-
trónicas, si fuere el caso. 

Bajo el esquema identificado, se plantea en esta oportunidad que en el elenco de herra-
mientas digitales o informáticas disponibles y que son conocidas bajo las máximas de experien-
cia, destaca el uso de la firma electrónica, cuya compatibilidad con ciertos actos y eventos pro-
cesales luce evidente, y antes bien, conveniente para la celeridad procesal y para brindar facili-
dades a los justiciables, operadores del sistema de justicia y la ciudadanía en general.  

En ese orden de ideas, tendrían cabida las herramientas informáticas y telemáticas, entre 
ellas la firma electrónica, en todos los escritos, diligencias, decisiones y actuaciones de los 
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intervinientes en un expediente judicial que se encuentren en curso ante cualesquiera de los 
tribunales de la República, tanto por parte de los usuarios del Servicio Público de administra-
ción de Justicia, como por parte de los funcionarios del Poder Judicial.  

Al respecto, esta Sala Constitucional observa que, el Diccionario de la lengua española, 
define la firma electrónica o también llamada “firma digital” como: “f. Inform. Información 
cifrada que identifica al autor de un documento electrónico” (https://dle.rae.es/firma?m= 
form#FGzJVaW). Asimismo, en el ámbito nacional, el Decreto con Fuerza de Ley Sobre 
Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas vigente -publicado en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela n.º 37.148 del 28 de febrero de 2001-, que regula la figura en 
cuestión, definiéndola en los siguientes términos: “Información creada o utilizada por el 
Signatario, asociada al Mensaje de Datos, que permite atribuirle su autoría bajo el contexto 
en el cual ha sido empleado”. Igualmente, esta legislación conceptualiza al signatario, como: 
“la persona titular de una Firma Electrónica o Certificado Electrónico”; y al mensaje de 
datos, como: “Toda información inteligible en formato electrónico o similar que pueda ser 
almacenada o intercambiada por cualquier medio” (artículo 2). 

De manera que, la firma electrónica o digital es una herramienta tecnológica que forma 
parte de las llamadas Tecnologías de la Información y Comunicación -o también llamadas 
TIC-, que están aludidas en el artículo 18 de la Ley Orgánica de Reforma Parcial del Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Ciencia, Tecnología e Innovación, en lo 
referente a la dirección en el área de tecnologías de información, que comprenderá el estable-
cimiento de políticas sobre la generación de contenidos en la red, respetando la diversidad, 
así como el carácter multiétnico y pluricultural de nuestra sociedad; el resguardo de la invio-
labilidad del carácter confidencial de los datos electrónicos obtenidos en el ejercicio de las 
funciones de los órganos y entes públicos; y la democratización del acceso a las tecnologías 
de información. 

Así en el caso, de la firma electrónica observa esta Sala, que la Ley de Infogobierno 
prevé expresamente que: “El Poder Público debe garantizar la integridad, confidencialidad, 
autenticidad y disponibilidad de la información, a través de certificados y firmas electróni-
cas emitidas dentro de la cadena de confianza de certificación electrónica del Estado vene-
zolano, de conformidad con el ordenamiento jurídico venezolano y la legislación que rige la 
materia” (artículo 24). Al respecto, se dictó el ya mencionado Decreto con Fuerza de Ley 
sobre Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas, que contiene la normativa que reconoce y 
otorga eficacia y valor jurídico a la Firma Electrónica, al Mensaje de Datos y a toda informa-
ción inteligible en formato electrónico, estableciendo todos los requisitos y formalidades que 
deben seguirse al efecto; y respecto a la firma electrónica, expresamente establece, en su 
artículo 16: “La Firma Electrónica que permita vincular al Signatario con el Mensaje de 
Datos y atribuir la autoría de éste, tendrá la misma validez y eficacia probatoria que la ley 
otorga a la firma autógrafa. A tal efecto, salvo que las partes dispongan otra cosa, la Firma 
Electrónica deberá llenar los siguientes aspectos: (Omissis)”. Así mismo, en su artículo 18 
ejusdem, prevé que. “La Firma Electrónica, debidamente certificada por un Proveedor de 
Servicios de Certificación conforme a lo establecido en este Decreto-Ley, se considerará que 
cumple con los requisitos señalados en el artículo 16”. 

Además, crea la Superintendencia de Servicios de Certificación Electrónica (SUSCER-
TE), como un servicio autónomo, con autonomía presupuestaria, administrativa, financiera y 
de gestión, en las materias de su competencia, dependiente del Ministerio de Ciencia y Tec-
nología; la cual tiene por objeto acreditar, supervisar y controlar, en los términos previstos en 
ese Decreto-Ley, y sus reglamentos, a los Proveedores de Servicios de Certificación públicos 
o privados. (artículos 20 y 21 ejusdem). 
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En tal sentido, se dictó el Reglamento Parcial del Decreto Ley Sobre Mensajes de Datos 
y Firmas Electrónicas -publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Vene-
zuela Nº 38.086 del 14 de diciembre de 2004-; que regula entre otros aspectos, la acreditación 
de los Proveedores de Servicios de Certificación, que vienen a ser las personas capacitadas 
por la autoridad competente para proporcionar los Certificados Electrónicos previstos en el 
Decreto Ley, como el de la firma electrónica. Igualmente, regula todo lo relativo a los están-
dares, planes y procedimientos de seguridad. 

Cabe señalar igualmente, respecto a la finalidad del Decreto con Fuerza de Ley sobre 
Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas, que la Sala Político Administrativa de este Máxi-
mo Tribunal, se pronunció sobre el mismo en Sentencia Nº 000100 del 10 de febrero de 
2010, en los siguientes términos: 

“(…) es importante destacar que el mencionado Decreto fue dictado, entre otros propósi-
tos, con el objeto de otorgar y reconocer eficacia y valor jurídico a la firma electrónica, al 
mensaje de datos y cualquier otra información inteligible en formato electrónico. Al efecto, 
se dispuso en sus artículos 1º y 4º lo siguiente: 

(Omissis)  

(…) No obstante lo anterior, debe resaltarse que el mismo instrumento normativo establece 
expresamente la necesidad del cumplimiento de las formalidades que respecto a determina-
dos actos o negocios jurídicos exige el ordenamiento jurídico; toda vez que el espíritu de di-
cho Decreto, como se señala en su Exposición de Motivos, no fue ‘alterar las restantes 
formas de los diversos actos jurídicos, registrales y notariales, sino que se propone que un 
mensaje de datos firmado electrónicamente, no carezca de validez jurídica únicamente por 
la naturaleza de su soporte y de su firma’. 

En efecto, de la lectura del instrumento jurídico bajo análisis se evidencia que la normati-
va especial que regula el uso de los medios electrónicos no pretende sustituir o excluir el 
cumplimiento de los requisitos y formalidades que deben reunir ciertos actos para producir 
efectos jurídicos, entre los que tienen que incluirse aquellos que emanan de la Administra-
ción, sino regular los nuevos mecanismos tecnológicos que el Estado pone al alcance de 
los ciudadanos para aumentar la eficiencia de la gestión pública”. (Negrillas de la Sala). 

De lo expuesto se evidencia, sin lugar a dudas, la necesidad e importancia del uso de las 
llamadas Tecnologías de la Información y Comunicación en el sistema de justicia, como 
elementos de modernización y celeridad en la administración de justicia. Por lo que, varios 
países -en mayor o menor medida-, evidentemente han tenido que incorporar progresivamen-
te el uso de las herramientas tecnológicas, las cuales están en constante evolución, especial-
mente ante la situación mundial generada por la pandemia COVID-19. porque las mismas 
son elemento esencial para el desarrollo de cada nación. 

Existen en nuestro país igualmente, casos que ha previsto el legislador en los cuales el 
empleo de la firma electrónica por parte de autoridades y funcionarios públicos es admisible. 
Tal es el caso de los registradores y notarios públicos, cuya firma electrónica “tendrá la mis-
ma validez y eficacia probatoria que la ley otorga”, con arreglo al artículo 25 de la Ley de 
Registros y Notarías -publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezue-
la Nº 6.668 Extraordinario de fecha 16 de diciembre de 2021. 

De otra parte, en la experiencia del Derecho comparado en Iberoamérica, en la imple-
mentación de las llamadas Tecnologías de la Información y Comunicación en los sistemas de 
justicia; específicamente de las firmas electrónicas, esta Sala Constitucional, menciona a 
continuación varios ejemplos; entre los que destacan, los siguientes países: 

-Argentina: La Corte Suprema de Justicia de la Nación, dictó el acto denominado 
Acordada Nº 12/2020 del 13 de abril de 2020 (https://www.argentina.gob.ar/normativa/na-
cional/ acordada-12-2020-336346/texto), de cuyos considerandos, puede apreciarse que el 
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sistema judicial argentino, ha ido ajustándose al uso de las tecnologías de información, entre 
ellas la herramienta de la firma electrónica, lo cual se evidencia cuando indica expresamente: 

“(Omissis) 

I. Que en el proceso de cambio y modernización en la prestación del servicio de justicia, que 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación viene desarrollando en el marco del programa de 
fortalecimiento institucional del Poder Judicial de la Nación desde la Conferencia Nacional 
de Jueces del año 2007, en uso de las facultades que le otorga la Constitución Nacional, este 
Tribunal ha procedido reglamentar la conformación del expediente electrónico como así 
también del expediente digital -en el marco de lo dispuesto en la ley 26.685 de Expediente 
Electrónico Judicial, de los arts. 5 y 6 de la ley 25.506 de Firma Digital de los arts. 286 y 
288 del Código Civil Comercial de la Nación-, través de la incorporación de distintas fun-
ciones de tratamiento electrónico de la información en el Sistema de Gestión Judicial con-
forme la acordada 31/2011 -de Notificaciones Electrónicas-; la acordada 14/2013 -de apli-
cación obligatoria del Sistema de Gestión Judicial-; la acordada 38/2013 -de notificaciones 
electrónicas para todos los fueros instancias del Poder Judicial-; la acordada 11/2014 -que 
dispone que se adjunte copia digital de los escritos presentados por las partes-; la acordada 
3/2015 -de aplicación obligatoria de la notificación electrónica, copias de presentaciones, 
eximición de presentación de escritos de mero trámite en soporte papel, Libro de Notas digi-
tal, en todos los procesos judiciales- y la acordada 16/2016 -que aprobó el reglamento para 
el ingreso de causas por medios electrónicos, sorteo asignación de expedientes, disponién-
dose su puesta en vigencia en forma gradual, conforme acordadas 5/2017 28/2017-. 

(Omissis) 

IV) Que las medidas reseñadas, implicaron la puesta en marcha de distintos proyectos de in-
formatización digitalización, y señalan la línea de acción que en materia de tecnología se ha 
llevado cabo con el objeto de facilitar gradualmente la transformación del servicio de justi-
cia en pos de una mayor eficiencia, transparencia, reducción del uso del papel acceso de las 
partes las causas. 

V) Que en ese marco a la par de lo dispuesto por el Tribunal en su acordada 11/2020, cuyo 
objetivo es adecuar su actuación jurisdiccional administrativa través de medios digitales 
implementar la firma electrónica digital para la suscripción de las diferentes actuaciones 
bajo su consideración, corresponde adoptar las medidas conducentes tal fin en los restantes 
tribunales y dependencias que conforman el Poder Judicial de la Nación. 

VI) Que no puede dejar de advertirse, la importancia que tiene esta medida ante la situación 
de emergencia pública sanitaria que atraviesa el país, originada en la propagación nivel 
mundial, regional local del coronavirus (COVID-19), que demanda los mayores esfuerzos 
para adoptar las acciones que tiendan lograr el máximo aislamiento social. 

En ese sentido bajo dicha premisa, recientemente, con el fin de lograr una menor afluencia 
los tribunales, se dispuso que las presentaciones que se realicen en las causas sean comple-
tamente en formato digital, con firma electrónica, eximiendo la exigencia de su presentación 
en soporte material -punto dispositivo 11 de la acordada 4/2020-. Asimismo, por la acorda-
da del corriente año se habilitó la participación remota de personal judicial el trabajo desde 
sus hogares de magistrados, funcionarios y empleados, de la forma que disponga el titular 
de cada dependencia –conforme puntos resolutivos 5 y 7-. 

VII) Que, para avanzar con las medidas dispuestas, esta Corte entiende necesario dotar de 
la debida validez a los procesos y trámites electrónicos que se lleven a cabo en las instancias 
inferiores, habilitando a tal efecto la firma electrónica y digital para los diferentes actos ju-
risdiccionales y administrativos que adopten los respectivos tribunales y otras dependencias 
que integran este Poder Judicial de la Nación. 

(…) 

VIII) Que para ello se requiere otorgar a la totalidad de los magistrados y funcionarios el 
dispositivo de firma digital y su inclusión en el “Sistema de Gestión Judicial” para su apli-
cación.  
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(Omissis)”. 

-Colombia: La Sala Plena de la Corte Constitucional, se ha pronunciado a favor del uso 
de las tecnologías de información en el sistema de justicia e incluso a mencionado algunas 
normativas vigentes en esa materia. Así, en sentencia C-831/01 (https://www.corteconstitu-
cional.gov.co/relatoria/2001/c-831-01.htm), ha señalado: 

“(Omisis) ha de entenderse que la ley 527 de 1999 no se restringe a las operaciones comer-
ciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso y uso de los mensajes de datos, 
lo que obliga a una comprensión sistemática de sus disposiciones con el conjunto de normas 
que se refieren a este tema dentro de nuestro ordenamiento jurídico y en particular con las 
disposiciones que como el artículo 95 de la Ley Estatutaria de administración de Justicia se 
han ocupado de esta materia. Dicha disposición señaló en efecto que los juzgados, tribuna-
les y corporaciones judiciales podrán utilizar cualesquiera medios técnicos, electrónicos, in-
formáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones y que los documentos emiti-
dos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia 
de un documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el 
cumplimiento de los requisitos exigidos por las leyes procesales. (…) 

(Omissis) 

Es decir que como se desprende tanto de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia 
como de la ley de la que hace parte la disposición objeto de análisis en este proceso, los do-
cumentos electrónicos están en capacidad de brindar similares niveles de seguridad que el 
papel, siempre que se cumplan los requisitos técnicos y jurídicos pertinentes en cuanto a su 
autenticidad, integridad y rastreabilidad y que son estos aspectos los que deben tomarse en 
cuenta para el análisis de las disposiciones respectivas. 

(Omissis) 

5.3. Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un mensaje de 
datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales 
podrán utilizar cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para 
el cumplimiento de sus funciones, y los documentos emitidos por los citados medios, cual-
quiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un documento original siempre 
que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos exigi-
dos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que 
se tramiten con soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la fun-
ción jurisdiccional por el órgano que la ejerce, así como la confidencialidad, privacidad, y 
seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los término (sic) que establez-
ca la ley. 

(Omissis)”. 

-España: En lo que respecta al uso de la firma electrónica en los procesos judiciales, la 
Ley 18/2011 -publicada en el Boletín Oficial del Estado Nº 160 del 6 de julio de 2011- 
(https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2011-11605), la cual tiene por objeto, regu-
lar la utilización de las tecnologías de la información por parte de los ciudadanos y profesio-
nales en sus relaciones con la Administración de Justicia y en las relaciones de la Adminis-
tración de Justicia con el resto de Administraciones y organismos públicos, en los términos 
recogidos en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. Asimismo, precisa 
que, en el uso de las tecnologías de la información, se asegurará el acceso, la autenticidad, 
confidencialidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad, conservación e interoperabilidad de 
los datos e informaciones. (Artículo 1). 

Así mismo, establece que las Administraciones competentes en materia de justicia ase-
gurarán el acceso de los profesionales a los servicios electrónicos proporcionados en su ámbi-
to a través de puntos de acceso electrónico, consistentes en sedes judiciales electrónicas crea-
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das y gestionadas por aquéllas y disponibles para los profesionales a través de redes de co-
municación, para sus relaciones con la Administración de Justicia, en los términos previstos 
en esa Ley. (Artículo 7). 

Y específicamente, en cuanto a las firmas electrónicas establece que, la Administración 
de Justicia admitirá, en sus relaciones por medios electrónicos, sistemas de firma electrónica 
que sean conformes a lo establecido en la Ley 59/2003, del 19 de diciembre, de firma elec-
trónica, y resulten adecuados para garantizar la identificación de los firmantes y, en su caso, 
la autenticidad e integridad de los documentos electrónicos. Además, precisa que las personas 
jurídicas y entidades sin personalidad jurídica podrán utilizar sistemas de firma electrónica de 
persona jurídica o de entidades sin personalidad jurídica, para todos aquellos procedimientos 
y actuaciones ante la Administración de Justicia en los términos establecidos en las leyes 
procesales. (Artículos 14 y 15). 

-México: La Suprema Corte Mexicana ha venido implementando acuerdos que permiten 
la adecuación tecnológica del Poder Judicial, así como uso de la tecnología y datos electróni-
cos -firma electrónica-, en los procesos judiciales, pudiéndose resaltar, los siguientes:  

 Acuerdo General Conjunto Nº 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) y al 
Expediente Electrónico. (https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/normativa/electronico / 
documentos/95021_0.pdf) 

 Acuerdo General de Administración II/2014, del 19 de agosto de 2014, del Comité de Go-
bierno y Administración, por el que se Regula el Uso de la Firma Electrónica Certificada del 
Poder Judicial de la Federación (FIREL), en la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/normativa/electronico/documentos/102147_0.pdf) 

 Declaratoria del 6 de noviembre de 2014, sobre la fecha a partir de la cual, en la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, las Partes tendrán acceso a los expedientes electrónicos, po-
drán promover por vía electrónica y solicitar la recepción de notificaciones por esa vía 
(https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/normativa/electronico/documentos/103504.pdf) 

Acuerdo General  Nº 8/2020, del 21 de mayo de 2020, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y elec-
trónico en Controversias Constitucionales y en Acciones de Inconstitucionalidad; así como, 
el uso del sistema electrónico de ese alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, reso-
lución y notificaciones por vía electrónica en los expedientes respectivos. (https:// 
www.scjn.gob.mx/sites/default/files/normativa/electronico/documentos/142987.pdf) 

-República Dominicana: La Ley Nº 339-22 habilita y regula el uso de medios digitales 
para los procesos judiciales y procedimientos administrativos del Poder Judicial -publicada 
en G. O. Nº 11076 del 29 de julio de 2022- (https://biblioteca.enj.org/bitstream/handle/ 
123456789/124882/LE3392022.pdf?sequence=5&isAllowed=y). Dicha Ley dispone respecto 
al uso de la firma electrónica, lo siguiente: 

“(Omissis) 

CAPÍTULO IV 

DE LA UTILIZACIÓN DE LA FIRMA DIGITAL O ELECTRÓNICA Y SU VALIDEZ 

Artículo 12.- Utilización de la firma digital o firma electrónica cualificada. Los jueces, se-
cretarios, servidores judiciales y oficiales de la justicia de los tribunales y los órganos ad-
ministrativos del Poder Judicial tendrán la alternativa de utilizar la firma digital o electró-
nica cualificada para rubricar las sentencias, resoluciones, autos y cualquier otro documen-
to vinculado a un proceso jurisdiccional o administrativo.  
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Párrafo. - Las decisiones y documentos firmados de conformidad con la presente ley, para 
su validez y autenticidad solo requerirán el procedimiento de certificados de firma digital, 
previo pago de las tasas e impuestos establecidos por las leyes, en los casos que aplique.  

Artículo 13.- Validez y fuerza probatoria de las firmas digitales. Los documentos firmados al 
amparo de la presente ley tendrán equivalencia de validez, autenticidad, fuerza probatoria y 
liberatoria, en los mismos términos que se establecen para los documentos producidos de 
forma manual, al amparo del Código Civil y el Código de Procedimiento Civil previo a la 
fecha de entrada en vigencia de esta ley. 

(Omissis)”. 

….Así las cosas, luego de este repaso por algunas referencias de la integración de he-
rramientas tecnológicas a los procesos de justicia en Iberoamérica, observa esta Sala Consti-
tucional, que el Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, en 
aras de mejorar los procesos, la accesibilidad y la adopción de las referidas herramientas, 
implementó el uso de tecnologías de información en los procesos judiciales, a los fines de su 
continuidad y celeridad del funcionamiento del Poder Judicial, adoptando constantemente 
distintas medidas y dictando varias Resoluciones, estando dentro de las herramientas tecno-
lógicas a implementar, la firma digital; de allí que; entre otras, se pueda mencionar la Reso-
lución de la Sala Plena de este Máximo Tribunal n.º 2021-0011 del 09 de junio de 2021, 
contentiva de los “LINEAMIENTOS PARA LA SUSCRIPCIÓN Y PUBLICACIÓN DE DECI-
SIONES CON FIRMA DIGITAL, PRÁCTICA DE CITACIONES Y NOTIFICACIONES 
ELECTRÓNICAS Y LA EMISIÓN DE COPIAS SIMPLES O CERTIFICADAS POR VÍA 
ELECTRÓNICA”, que tiene por objeto establecer normas generales para regular la suscrip-
ción y publicación de decisiones con firma digital, práctica de citaciones y notificaciones 
electrónicas, y la emisión de copias simples o certificadas por vía electrónica relacionadas 
con los procesos seguidos ante la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de 
Justicia y su Juzgado de Sustanciación.  

De esta manera, resulta evidente que la implementación del uso de tecnologías de in-
formación en los procesos judiciales, tanto nacional como internacionalmente, va en franco 
ascenso, no sólo por requerir ajustarse al vertiginoso desarrollo científico y tecnológico, sino 
por sus innumerables ventajas, entre las cuales, podrían mencionarse: la celeridad; la simpli-
ficación de procesos; menores costos económicos en papel, traslado y almacenamiento, entre 
otras, siempre que estén garantizadas las medidas de seguridad telemática.  

Ahora bien, cabe considerar que la aludida Ley de Mensaje de Datos y Firmas Electró-
nicas, dispone en su artículo 3, que el Estado adoptará las medidas que fueren necesarias para 
que los organismos públicos puedan desarrollar sus funciones, utilizando los mecanismos 
descritos en dicha Ley, entre los cuales figura la firma electrónica. Ello así, y tal como se ha 
señalado en el presente fallo, el Poder Judicial debe incorporar constantemente elementos que 
tiendan a facilitar y favorecer el manejo de las tecnologías de información, con el objeto de 
homogeneizar la actividad y gestión de los tribunales de la República y a los fines de imple-
mentar medidas proactivas para la disminución del consumo de papel, para agilizar y facilitar 
la actuaciones judiciales en los expedientes, especialmente de aquellas personas que no se 
encuentren en la misma localidad; por lo que, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia, a los fines de continuar avanzando en el uso de la informática y optimizar su 
relación con los usuarios del servicio público de administración de justicia, haciendo uso de 
la estructura y plataforma tecnológicas existentes, y garantizando las condiciones de veraci-
dad, confiabilidad, oportunidad, inmediatez y concentración, y de conformidad con la norma-
tiva aplicable planteada -tal como se precisó-; en aras, además, de procurar mayores garantías 
para una tutela judicial efectiva, establece la admisibilidad del uso de la firma electrónica en 
todos los escritos, diligencias, decisiones y actuaciones de los intervinientes en un expediente 
judicial, tanto por parte de los usuarios del Servicio Público de administración de Justicia, 
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como por los funcionarios judiciales; lo cual resulta jurídicamente viable, y en armonía con 
los derechos de las personas (tutela judicial efectiva, debido proceso, derecho a la defensa, 
petición, entre otros) contenidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezue-
la, demás leyes aquí invocadas, y el artículo 8 de la Ley de Infogobierno -supra transcrito-; 
siempre y cuando se cumplan con los requisitos y normas de seguridad que permiten y avalan 
el uso de tal herramienta de tecnología en el país.  

Pues considera esta Sala, que ello abona a la garantía sobre el acceso rápido y seguro a 
los órganos de justicia. Particularmente, favorece la celeridad procesal, eliminación del papel, 
el ahorro de recursos y materiales, la optimización de los espacios para atención, gestión y 
almacenamiento, el ahorro de tiempo en la ejecución de los trámites y diligencias procesales, 
el ahorro de recursos energéticos, entre otros. Del mismo modo, con la implementación o 
admisión de estas herramientas tecnológicas, se generan protocolos para garantizar el funcio-
namiento del Poder Judicial, aun en condiciones de emergencia o alarma sanitaria, tal como 
ocurrió recientemente con la situación de pandemia por el COVID-19, la cual obligó al uso 
masivo y global de tecnologías de información e incluso al incremento del llamado teletrabajo. 

En virtud de todo lo expuesto,  esta Sala declara con efectos hacia el futuro (ex nunc -
desde ahora y no hacia el pasado-) que puede ser admitido el uso de la firma electrónica en 
los escritos, diligencias, decisiones y actuaciones de los intervinientes en un expediente judi-
cial; tanto por parte de los usuarios del Servicio Público de administración de Justicia, como 
por los funcionarios del Poder Judicial, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en 
la normativa que regula el uso de esa tecnología de información, así como cualquier otra 
directriz que dicte al respecto el Tribunal Supremo de Justicia, por corresponderle la direc-
ción, gobierno y administración del Poder Judicial, de conformidad con el artículo 267 Cons-
titucional. En ese sentido, se exhorta a la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, máxi-
ma instancia de dirección, gobierno y administración del Poder Judicial, a los fines de acor-
dar los estudios y diagnósticos de acometimiento, viabilidad y otros criterios técnicos y de 
coordinación, que puedan regular especificidades sobre este mecanismo admisible de firma 
electrónica y otras herramientas tecnológicas aplicables y compatibles con los procesos judi-
ciales, teniendo presente criterios de seguridad, fiabilidad, calidad y eficiencia, de acuerdo 
con los estándares conducentes y las normas aplicables a los proveedores de servicios de 
certificación acreditados.  

Visto el contenido de este fallo, se ordena su publicación en la Gaceta Oficial de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela y en la Gaceta Judicial, así como en la página web del 
Tribunal Supremo de Justicia, con la mención “Sentencia que declara viable el uso progresi-
vo de la firma electrónica en los escritos, diligencias, decisiones y actuaciones de los intervi-
nientes en un expediente judicial, que se encuentren en curso ante cualesquiera de los tribu-
nales de la República; tanto por parte de los usuarios del Servicio Público de administración 
de Justicia, como por los funcionarios del Poder Judicial, previo cumplimiento de los requi-
sitos establecidos en la normativa que regula el uso de esa tecnología de información, así 
como cualquier otra que deba dictar al respecto el Tribunal Supremo de Justicia”. 

III.  LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

1.  Contencioso-Administrativo de Anulación.   

A.  Partes: Representación mediante poder  

TSJ-SCC (199)  21-10-2022 

Ponencia del Magistrado: Dr. Carlos Alexis Castillo Ascanio  

Caso: AGROPECUARIA POGABAN, C.A., vs. INSTITUTO NACIO-
NAL DE TIERRAS (INTI) 
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La Sala de Casación Civil, en juicio de nulidad agraria, declaró 
que por el hecho del fallecimiento del representante legal de una em-
presa, el poder otorgado por dicha persona en representación de la 
empresa, para representarla en juicio, cesa, y cualquier actuación de 
dicho apoderado judicial en representación de la empresa es nula. 

Así las cosas, se observa que el abogado Iván Marino Bolívar Carrasquel, inscrito en el 
Inpreabogado bajo el N° 7.513, mediante escrito presentado ante el Juzgado Superior Agrario 
de la Circunscripción Judicial del Estado Guárico en fecha 4 de junio de 2014, propone re-
curso de nulidad contra el acto administrativo dictado en reunión ORD 1145-19, de fecha 4 
de julio de 2019, por el Directorio del Instituto Nacional de Tierras (INTI), por medio del 
cual se acordó otorgar Título de Adjudicación Socialista Agrario y Carta de Registro Agrario 
número 1214974519RAT0231792, sobre un lote de terreno de quinientas noventa hectáreas 
con veintisiete metros cuadrados (590,27 has.), el cual es denominado Corporación Veinca, 
ubicado en el Sector S/I, Asentamiento campesino sin información, Parroquia Sin Informa-
ción, Municipio José Tadeo Monagas del Estado Guárico, a favor de la sociedad mercantil 
Consorcio Veinca C.A., inscrita en Registro Mercantil Cuarto del Distrito Capital en fecha 14 
de noviembre de 2014, quedando anotada bajo el N° 1, Tomo 255-A  

El precitado recurso de nulidad es ejercido en fecha 4 de noviembre de 2019 por el 
mencionado abogado “actuando para este acto con el carácter de apoderado judicial debida-
mente constituido de la empresa mercantil domiciliada en la ciudad de Caracas, Distrito 
Capital, denominada AGROPECUARIA POGABAN (…)”, (vid. folio 1); evidenciándose 
que el instrumento poder que otorga la facultad alegada, fue conferido por el ciudadano Fer-
nando Atilio Posamai Bajares (+), en su condición de Presidente y representante legal de la 
citada empresa, en fecha 8 de agosto de 2008, por ante la Notaría Pública Duodécima del 
Municipio Libertador del Distrito Capital, quedando anotado bajo el N°25, Tomo 43-A Sgdo. 

Ante tal afirmación, y verificada la condición que se atribuye expresamente el abogado 
Iván Marino Bolívar Carrasquel, el Tribunal de la causa admite en fecha 7 de noviembre de 
2019 la pretensión, dándole inicio al movimiento correspondiente al poder judicial venezolano 
para continuar con el curso de la causa; sin embargo, en fecha 3 de junio de 2021, comparece la 
representación judicial del tercero interviniente y consigna copia simple de Acta de Defunción 
del ciudadano Fernando Atilio Posamai Bajares (+), titular de la cédula de identidad N° 
5.533.649; acta que también es consignada en copia certificada por la precitada representación 
judicial, y donde se expone que “ A LOS ONCE (11) DIAS DEL MES DE NOVIEMBRE de 
DOS MIL QUINCE (2015), Falleció FERNANDO ATILIO POSSAMAI BAJARES (…).” 

En la evidencia del fallecimiento del poderdante actor, el a quo dicta decisión en fecha 
15 de octubre de 2021, en la que determina: 

PRIMERO: Declara Nulo el poder de representación de fecha 8 agosto de 2008, otor-
gado por ante la Notaría Pública Duodécima del Municipio Libertador del Distrito Capital, 
anotado bajo el N° 23, tomo 45, mediante el cual el extinto, FERNANDO ATILIO POSA-
MAI BAJARES, titular de la cédula de identidad N° 5.533.649, en su carácter de presidente y 
representante legal de la empresa mercantil AGROPECUARIA POGABAN, C.A., otorgó 
poder especial, amplio y suficiente a los profesionales del derecho IVAN MARINO BOLÍ-
VAR y LUIS ABRAHAM RIZEK RODRÍGUEZ, inscritos en el instituto de previsión social 
del abogado bajo los N° 7.513 y 10.061 (…). 

SEGUNDO: Se declara INADMISIBLE la presente demanda (…).”  

De la sentencia transcrita parcialmente, en las líneas que preceden, ejerce apelación el 
abogado Iván Marino Bolívar Carrasquel, y en su escrito de fundamentación al precitado 
recurso no expuso un solo argumento relativo a la validez del poder con el que actúa en esta 
causa; por el contrario, se dedicó a señalar que la impugnación del poder era extemporánea.  
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Ante la situación que nos ocupa, debe esta Sala indicar que la apelación propuesta por el 
abogado Iván Marino Bolívar Carrasquel, ha debido ser declarada inadmisible por el tribunal 
de la causa, en razón de que el mencionado abogado no ostenta la representación que se 
atribuye, ya que actúa en contravención al artículo 154 del Código de Procedimiento Civil 
que establece como premisa: “El poder faculta al apoderado para cumplir todos los actos del 
proceso (omissis)”, y en el asunto de autos, el precitado abogado, desde que dio inicio a la 
presente acción carecía de facultad, por cuanto el ciudadano Fernando Atilio Posamai Bajares 
(+), quien, en su condición de Presidente y representante legal de la empresa Agropecuaria 
Pogaban, C.A.,  le había otorgado poder para que representase a dicha sociedad mercantil, 
había fallecido, con lo cual el mandato se extinguió conforme al artículo 165 del Código de 
Procedimiento Civil, que establece: 

Artículo 165. La representación de los apoderados y sustitutos cesa: 

1°.  Por la revocación del poder, desde que esta se introduzca en cualquier estado del juicio, 
aún cuando no se presente la parte ni otro apoderado por ella. No se entenderá revocado 
el sustituto si así no se expresare en la revocación; 

2°.  Por la renuncia del apoderado o la del sustituto; pero la renuncia no producirá efecto res-
pecto de las demás partes, sino desde que se haga constar en el expediente la notificación 
de ella al poderdante; 

3°.  Por la muerte, interdicción, quiebra o cesión de bienes del mandante o del apoderado o 
sustituto; 

4°.  Por la cesión o transmisión a otra persona de los derechos deducidos por el litigante, o 
por la caducidad de la personalidad con que obraba; 

5°.  Por la presentación de otro apoderado para el mismo juicio a menos que se haga contar 
lo contrario. 

La sola presentación personal de la parte en el juicio no causará la revocatoria del poder ni de 
la sustitución, a menos que se haga constar lo contrario. 

En consecuencia, al haber fallecido en fecha 11 de noviembre de 2015 la persona que 
otorgó el poder con el que actúa irregularmente el abogado Iván Marino Bolívar Carrasquel, 
este cesa, desde ese momento, en la representación que se atribuye; lo cual, insólitamente no 
observó el mencionado abogado, por cuanto, sin legitimación cierta, presentó en fecha 4 de 
noviembre de 2019 la acción de nulidad ya descrita previamente, es decir, casi 4 años des-
pués de dejar de ostentar la representación que dice tener.  

Efectivamente, el abogado actor carecía, en lo absoluto, de legitimación activa para pro-
poner la demanda de nulidad sub iudice, y más aún, carecía de esta para ejercer el recurso de 
apelación que nos ocupa, debiendo esta Sala indicar que, en relación a la legitimación o cua-
lidad ha señalado la Sala Constitucional de este Tribunal Supremo de Justicia, en decisión del 
21 de mayo de 2019, N° 119 sobre el recurso de revisión ejercido por el ciudadano Jesús 
Godofredo Salazar Pérez:  

Es necesario precisar, antes que nada, que la legitimación o cualidad de las partes es conside-
rada por este Máximo Tribunal como una institución procesal que representa una formalidad 
esencial, que se enmarca en el orden público como un derecho constitucional y, por tanto, 
debe ser atendida y subsanada por los jueces incluso de oficio.  

Por ende, la legitimación o cualidad de las partes y la de éstas para actuar válidamente en un 
juicio, se deberá considerar como enlace esencial, condición sine qua non o concatenación 
lógica necesaria para instaurar y mantener un proceso, en virtud de estar indisolublemente li-
gada a la pretensión, salvaguardando así los derechos a la tutela judicial efectiva, a la defensa 
y al debido proceso para así procurar la consecución de la justicia. 
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El estudio de esta relación de identidad lógica, se convierte en un verdadero imperativo consti-
tucional, por lo que esta Sala ratifica lo expresado por la Sala de Casación Civil de este Máximo 
Tribunal en cuanto a la obligatoriedad que tienen todos los jueces, antes de algún pronuncia-
miento de fondo de la controversia, de dilucidar atender y subsanar la legitimación o cualidad 
de las partes involucradas en una controversia; en caso de proceder la falta de esta formalidad 
esencial, el juez deberá declarar la inadmisibilidad de la acción, todo ello de conformidad a las 
diversas jurisprudencia vinculante de esta Sala, tal como ocurrió en el presente caso. 

Así, al carecer de la representación judicial que se atribuye el abogado Iván Marino Bolí-
var Carrasquel, se deberá declarar inadmisible el presente recurso de apelación. Así se decide. 

Ahora bien, vista la irregular actuación del abogado Iván Marino Bolívar Carrasquel, al 
haber dado inicio a un procedimiento jurisdiccional, procurando para ello ostentar un poder 
que estaba extinto por muerte de su otorgante, y más aún, querer darle continuidad a un juicio 
del cual carecía facultad para ser representante judicial de la empresa Agropecuaria Pogaban 
C.A., hasta el punto de llegar el asunto hasta este Tribunal Supremo de Justicia, se considera 
un irrespeto hacia la majestad del poder judicial, por cuanto intentó burlarse la buena fe de 
los operadores de justicia, en franco detrimento del artículo 170 del Código de Procedimiento 
Civil, cuya premisa indica: “ Las partes, sus apoderados y abogados asistentes deben actuar 
en el proceso con lealtad y probidad”. Así se establece  

En consecuencia, y en atención a la temeraria e irrespetuosa actuación del abogado Iván 
Marino Bolívar Carrasquel, se le deberá imponer multa de cien unidades tributarias (100UT) 
conforme al artículo 121 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justica que indica: 

Artículo 121. Las Salas del Tribunal Supremo de Justicia sancionarán con multa de hasta 
cien unidades tributarias (100 U.T.) a quienes irrespeten, ofendan o perturben con sus actua-
ciones al Poder Judicial, al Tribunal Supremo de Justicia o a sus órganos o funcionarios o 
funcionarias; o a quienes hagan uso abusivo de recursos o acciones judiciales; igualmente, 
sancionarán a las partes que falten el respeto al orden debido en los actos que realicen, o que 
incumplan, desobedezcan o desacaten las decisiones, acuerdos u órdenes judiciales o llamen 
públicamente a ello.  

La multa se pagará ante cualquier entidad bancaria receptora de fondos públicos nacionales 
dentro de los treinta días continuos siguientes a la notificación de la decisión que imponga la 
sanción o de la decisión que resuelva el reclamo conforme a lo que se establece en el artículo 
125 de esta Ley. La constancia de haberse efectuado el pago será consignada a los autos den-
tro de los cinco días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para el pago.  

Si el sancionado no pagare la multa en el lapso establecido la sanción podrá aumentarse entre 
un tercio y la mitad del total de la multa. 

La multa impuesta será pagada a favor de Tesorería Nacional, en cualquier institución 
financiera receptora de fondos públicos; por lo cual, el abogado sancionado deberá acreditar 
el pago mediante la consignación en autos del comprobante correspondiente, dentro de los 
cinco (5) días siguientes a su notificación. 

Asimismo, la multa podrá ser reclamada por escrito ante esta Sala dentro de los tres (3) 
días siguientes a su notificación, a tenor de lo previsto en el artículo 125 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia. 

IV.  LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL  

1.  Revisión Constitucional  

A.  Objeto 
TSJ-SC (532)  11-8-2022  
Magistrada Ponente: Tania D’amelio Cardiet 
Caso: Nicolás Gilberto Arvelo Moreno 
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La Sala confirma la jurisprudencia referente a que la revisión no 
constituye una tercera instancia, ni un medio judicial ordinario, sino 
una potestad extraordinaria, excepcional y discrecional de esta Sala 
Constitucional con el objeto de unificar criterios constitucionales, 
para garantizar con ello la supremacía y eficacia de las normas y 
principios constitucionales, lo cual generaría seguridad jurídica, y no 
para la defensa de los derechos subjetivos e intereses del solicitante.  

Establecida la competencia para conocer de la presente revisión y constatado en autos 
que el fallo objeto de la presente solicitud de revisión se encuentra definitivamente firme, 
esta Sala procede a emitir su pronunciamiento en los siguientes términos: 

Previamente, esta Sala Constitucional debe reiterar que la vía extraordinaria de revisión 
ha sido concebida como un medio para preservar la uniformidad de la interpretación de nor-
mas y principios constitucionales, o para corregir graves infracciones a sus principios o reglas 
(ver Sentencia N° 1760/2001), lo que será determinado por la Sala en cada caso, siendo 
siempre facultativo de ésta su procedencia. 

En efecto, la propia Sala en la sentencia N° 93 del 6 de febrero de 2001 (caso: Corpora-
ción Turismo de Venezuela CORPOTURISMO), estableció que la potestad de revisión consa-
grada en el artículo 336, numeral 10 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela, puede ser ejercida de manera discrecional; por lo tanto, la misma no debe ser entendida 
como una nueva instancia, puesto que su procedencia está limitada a los casos de sentencias 
definitivamente firmes. 

De allí que, para que prospere una solicitud de revisión es necesario que se verifique 
que la decisión cuestionada haya efectuado un errado control de la constitucionalidad al 
aplicar indebidamente la norma constitucional; o bien haya incurrido en un error grotesco en 
cuanto a la interpretación de la Constitución; o haya obviado por completo la interpretación 
de la norma constitucional o violado de manera grotesca los derechos constitucionales. 

En el caso examinado se alegó fundamentalmente que la sentencia objeto de revisión in-
currió en incongruencia omisiva al no valorar las pruebas ni resolver todo lo alegado en el 
recurso de apelación interpuesto en su oportunidad. Sin embargo, consta desde el folio ciento 
cincuenta y uno (151) al ciento setenta y tres (173) del expediente, que la Corte de Apelacio-
nes con Competencia en Materia de Delitos Violencia Contra la Mujer de ese Circuito Judi-
cial, expresamente señaló: “en este punto de la apelación, el recurrente pretende la nulidad 
de la decisión por la supuesta omisión que no existe, debe ser declarado su desestimación 
por infundado”.  

Adicionalmente, se evidencia que la señalada Corte de Apelaciones, ciertamente identi-
ficó e individualizó cada uno de los medios probatorios ofrecidos y evacuados durante el 
juicio oral y público, siendo valorados individualmente cada uno de ellos según lo previsto en 
el artículo 22 del Código Orgánico Procesal Penal. 

De modo que la Sala evidencia una disconformidad del solicitante con los razonamien-
tos expuestos por el sentenciador de la segunda instancia, al no ordenar la nulidad de la sen-
tencia condenatoria dictada por el Juzgado Primero de Primera Instancia en Función de Juicio 
con Competencia en Materia de Delitos Violencia Contra la Mujer del Circuito Judicial Penal 
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.  

Así las cosas, advierte esta Sala, que ello es asunto de juzgamiento que escapa del con-
trol de esta Sala Constitucional. En efecto, ha sido criterio reiterado que esta Sala no sustitu-
ye la apreciación soberana del juzgador, toda vez, que la revisión no es un recurso ejercido 
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ante un órgano judicial superior con la pretensión de que se analice nuevamente la controver-
sia, sino que procede en casos excepcionales de interpretación y violación de principios y 
normas constitucionales (Vid. s S.C 430/2003 y 1790/2007 entre otras). 

De esta forma, debe esta Sala recordar que la revisión no constituye una tercera instan-
cia, ni un medio judicial ordinario, sino una potestad extraordinaria, excepcional y discrecio-
nal de esta Sala Constitucional con el objeto de unificar criterios constitucionales, para garan-
tizar con ello la supremacía y eficacia de las normas y principios constitucionales, lo cual 
generaría seguridad jurídica, y no para la defensa de los derechos subjetivos e intereses del 
solicitante.  

Aunado a lo expuesto, aprecia la Sala que la Corte de Apelaciones con Competencia en 
Materia de Delitos Violencia Contra la Mujer del Circuito Judicial Penal de la Circunscrip-
ción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, no incurrió en errores grotescos en la inter-
pretación del texto constitucional, que ameriten el ejercicio de la facultad que le ha sido otor-
gada y tampoco constituyen razones suficientes que hagan procedente la nulidad del fallo 
objeto de revisión, de remitir el expediente a otro órgano jurisdiccional o, de dictar alguna 
medida tendiente a suspender la ejecución de la decisión, pues lo pretendido no correspon-
de con la finalidad que persigue la solicitud de revisión. 

Por tanto, estima la Sala que las cuestiones planteadas por el solicitante en nada contri-
buirían a la uniformidad de la interpretación de normas y principios constitucionales, de 
manera que, en el presente caso, decide no hacer uso de la facultad extraordinaria que le 
otorga el Texto Fundamental, y, por lo tanto, se declara no ha lugar a la presente solicitud de 
revisión constitucional. Así se decide. 

2.  Acción de amparo Constitucional 

A.  Régimen de desacato al mandamiento de amparo Constitucional 

TSJ-SC (416)  2-8-2022  

Magistrado Ponente: Luis Fernando Damiani Bustillos 

La Sala Constitucional modifica la interpretación vinculante en 
materia de procedimiento en casos de desacato de mandamientos de 
amparo efectuada mediante sentencia N° 145 de fecha 18 de junio de 
2019 , no debiendo por tanto los tribunales competentes remitir a es-
ta Sala el expediente para su consulta, debiendo proceder a conocer 
del asunto y solo remitir per saltum a la Sala en consulta, copia certi-
ficada de la decisión que declare el desacato e imponga la sanción 
prevista en el artículo 31 eiusdem, antes de proceder a su ejecución 

OBITER DICTUM 

Una reflexión detenida de los lineamientos dictados por este órgano jurisdiccional en 
materia de ejecución de mandamientos de amparo constitucional, concretamente de los pará-
metros establecidos cuando la parte presuntamente agraviada denuncia el incumplimiento o 
desacato de tales órdenes, obligan a la Sala a abandonar el criterio acogido en sentencia N° 
145 de fecha 18 de junio de 2019, caso: “Joe Taouk Jajaa”, [Véase: Revista de Derecho 
Público Nº 157-158, , p. 333 y ss] según la cual se estableció con carácter 
vinculante la obligación de todos los Tribunales de la causa de remitir de manera inmediata el 
expediente contentivo de la acción de amparo ejercida, junto con la denuncia de desacato que 
se hubiere efectuado, con el objeto de que este órgano jurisdiccional dictaminara sobre la 
viabilidad de la misma de forma sucinta. 
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En la actualidad, han variado las circunstancias que originaron la variante jurispruden-
cial, encontrándose la Sala que esa primera consulta obligatoria con la cual se pretendió 
garantizar la búsqueda de una justicia idónea, transparente, autónoma, independiente, respon-
sable, equitativa y sin formalismos o reposiciones inútiles pudo haber generado retardos y 
dilaciones procesales que amenazaron la celeridad procesal, la brevedad y la eficacia de este 
medio extraordinario de protección de los derechos fundamentales. En efecto, tal consulta no 
solo impone a las partes la necesidad de trasladarse a la ciudad de Caracas para darle segui-
miento a la causa, con los gastos adicionales que ello ocasiona, sino que representa la poster-
gación de la orden de ejecución del amparo, lo cual no resulta acorde con los principios cons-
titucionales de celeridad y economía procesal ni con el derecho a la tutela judicial efectiva. 

Asimismo, debe indicarse que con la instauración de dicha consulta se pretendía impedir 
que el procedimiento de desacato pudiera ser empleado como mecanismo de presión, amena-
za, coacción o apremio; sin embargo, de acuerdo con el criterio vinculante contenido en la 
sentencia de esta Sala N° 245 del 9 de abril de 2014, toda decisión judicial que declare el 
desacato e imponga la sanción de prisión establecida en el artículo 31 de la Ley Orgánica de 
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, debe ser remitida para su consulta a 
este órgano jurisdiccional antes de ser ejecutada, por lo que la remisión previa de las copias 
certificadas del expediente contentivo de la acción de amparo ejercida, junto con la denuncia 
de incumplimiento que se haya realizado pierde sentido.      

Con base en ello, esta Sala abandona el criterio establecido con carácter vinculante en 
sentencia N° 145 de fecha 18 de junio de 2019, por lo que a partir de la publicación del pre-
sente fallo en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela y en la Gaceta 
Judicial, los Tribunales que conozcan las denuncias de incumplimiento o desacato de los 
mandamientos de amparo constitucional conforme el artículo 31 de la Ley Orgánica de Am-
paro sobre Derechos y Garantías Constitucionales no deben remitir a esta Sala el expedien-
te para su consulta, manteniéndose vigente los criterios establecidos en sentencias números 
138 de fecha 17 de marzo de 2014, referido a la convocatoria de una audiencia constitucional 
para determinar si hubo o no desacato, y 245 del 9 de abril de 2014, contentivo de la obliga-
ción de remitir en consulta per saltum a esta Sala Constitucional, copia certificada de la deci-
sión que declare el desacato e imponga la sanción prevista en el artículo 31 eiusdem, antes de 
proceder a su ejecución.  

De igual forma, vista la naturaleza de orden procesal del presente fallo y lo dispuesto en 
el artículo 24 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, a partir de la 
publicación de esta decisión, todas las causas que cursen ante esta Sala Constitucional debe-
rán ser remitidas a la brevedad a los Tribunales de la causa mediante auto en el cual no se 
examinará la favorabilidad a trámite de la denuncia de desacato que establecía la sentencia 
N° 145 del 18 de junio de 2019; en consecuencia, tales autos deben ordenar la continuación 
del procedimiento de ejecución del mandamiento de amparo constitucional conforme los 
criterios previstos en las sentencias números 138 y 245 de fechas 17 de marzo y 9 de abril de 
2014, respectivamente.   

Por último, esta Sala Constitucional, en ejercicio de la atribución conferida en el artículo 
204, numeral 4 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en concordancia 
con el artículo 25, numeral 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, ordena 
remitir copia certificada del presente fallo a las Diputadas y Diputados a la Asamblea Nacio-
nal de la República Bolivariana de Venezuela a los fines de que consideren la pertinencia de 
discutir una posible reforma del Título IV de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 
Garantías Constitucionales, específicamente en lo relativo al procedimiento de ejecución de 
sentencias.   
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3.  Acción de amparo contra sentencias  

A. Motivos 

TSJ-SC (831)  25-10-2022 

Magistrada Ponente: Lourdes Benicia Suarez Anderson  

Caso: Calogero Alaimo Mancuso  

La acción de amparo contra decisión judicial solo actúa contra 
sentencias dictadas con ocasión a una acción de amparo constitucio-
nal, siempre que infrinjan derechos o garantías constitucionales ex 
novo; es decir, cuando tales decisiones dictadas en última instancia 
lesionen una situación jurídica y fáctica distinta a la que constituyó 
el objeto del debate en el juicio originario de amparo 

….En tal sentido, esta Sala ha sido reiterativa en señalar que la solicitud de amparo in-
coada con base en lo dispuesto en el citado artículo 4 debe señalar no solo la actuación fuera 
de su competencia del órgano jurisdiccional, sino que además debe indicar de qué manera 
dicha actuación vulnera derechos constitucionales del accionante. Este ha sido el criterio 
jurisprudencial de esta Sala, que conduce a afirmar que el amparo contra decisiones judiciales 
no es un medio para replantear ante un órgano jurisdiccional un asunto ya decidido por otro 
mediante sentencia firme, por cuanto el juez de amparo no actúa como una nueva instancia 
sino como juzgador de la constitucionalidad de la actuación jurisdiccional (vid. sentencia  Nº 
1.745 del 31 de julio de 2002). 

Se ha definido el alcance que se le ha dado al concepto de incompetencia en estos casos, 
la cual no debe entenderse en un sentido procesal estricto (por la materia, valor o territorio), 
sino más bien en el aspecto constitucional, ya que “obrar fuera de su competencia” como 
requisito fundamental para la protección constitucional del derecho que se pretende vulnera-
do, significa usurpar funciones por parte del juzgador que, por la ley, no le han sido conferi-
das. (vid. sentencia Nº 5.053 del 15 de diciembre de 2005). 

Respecto al uso de la vía del ejercicio de la acción de amparo ejercido contra senten-
cias, esta Sala en sentencia del 6 de febrero de 2001 (caso: “Licorería El Buchón, C.A.”), 
estableció: 

“…es un mecanismo especial de protección constitucional que surge cuando el juez, actuan-
do fuera de su competencia, lesiona un derecho o garantía constitucional y no como un me-
canismo para que el juez de alzada del que dictó la decisión conozca, nuevamente, de los vi-
cios que mediante el recurso ordinario de apelación fueron alegados. Es decir, sólo procede 
el amparo, conforme el citado artículo 4, contra las sentencias que dicten los tribunales en 
segundo grado de jurisdicción, cuando se denuncien violaciones a derechos o garantías 
constitucionales no juzgadas en cualquiera de las dos instancias (…)”. 

Ahora bien, tal y como se ha indicado precedentemente, en el presente caso se está ac-
cionando a través del amparo en contra de un dictamen de mérito proferido por un juzgado 
superior civil al actuar como órgano de alzada en el marco del juicio contentivo de una de-
manda de amparo intentada por la ciudadana Vilma María Domínguez, previamente identifi-
cada, siendo que en esta resolución se desestimó el recurso de apelación ejercido por el hoy 
accionante y confirmó la decisión proferida en fecha 5 de agosto de 2021 por el Juzgado 
Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Marítimo de la misma cir-
cunscripción judicial, en la que a su vez se declaró con lugar la demanda de amparo intentada 
por la referida ciudadana. 

Ello así, advierte este órgano judicial que la pretensión de tutela sobre derechos y garan-
tías constitucionales esgrimida por el aquí peticionario pretende el cuestionamiento de un 
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dictamen de mérito que fue el producto de la tramitación ordinaria de un juicio de amparo 
constitucional en el que fueron agotadas las instancias de juzgamiento, por lo que se estima 
oportuno citar el criterio establecido por esta Sala en su sentencia  Nº 438 del 23 de mayo de 
2000 (caso: “Kenneth Scope y otra”) reiterado en la sentencia identificada con  Nº 526 del 1 
de julio de 2016, en el cual se estableció que: 

“…los presuntos agraviados pretenden la impugnación -por vía de amparo- de una senten-
cia firme, en virtud del agotamiento de las dos instancias previstas en la ley, el caso bajo 
examen se enmarca dentro de lo que la jurisprudencia ha conocido como amparo contra 
amparo, es decir, se intenta un amparo en contra de una decisión judicial, sólo que la misma 
recae sobre una acción de amparo primariamente interpuesta y que ha recorrido las dos ins-
tancias (…). 

En relación con tan particular mecanismo de impugnación, esta Sala Constitucional fijó po-
sición en sentencias del 2 de marzo y 25 de abril de 2000 (Casos: Francia Josefina Rondón 
Astor y, Fernando José Roa Ramírez), estableciéndose en dichas sentencias que, al quedar 
agotada la vía del amparo -ya sea por apelación o consulta- es imposible ejercer tal meca-
nismo de protección en contra de una sentencia de amparo firme, por cuanto se crearía una 
cadena interminable de acciones de amparo, vulnerándose así el principio de la doble ins-
tancia -lesionando a su vez la seguridad jurídica-, quedando desvirtuada la esencia breve y 
expedita que inviste el proceso de amparo …”. (Resaltado de esta decisión). 

Igualmente, conforme el criterio que se ha forjado esta Sala Constitucional, el ejercicio 
del “amparo contra amparo” resultaría posible únicamente en el caso de que las violaciones 
a los derechos constitucionales se deriven directamente de la sentencia dictada por el juez 
constitucional, de tal suerte que el ejercicio de las mismas se halle supeditado a la existencia 
indubitable de una violación del derecho a la defensa o al debido proceso, o la usurpación de 
funciones por parte del tribunal constitucional, que deben originarse necesariamente en el 
curso de tal proceso de amparo y, por tanto, los elementos que configuren la nueva vulnera-
ción del orden constitucional sean fáctica y jurídicamente distintos de los que fueron someti-
dos a revisión en la decisión de la acción de amparo primariamente ejercida (vid. Sentencia 
de la Sala N° 4.584 del 13 de diciembre de 2005, caso: “Carmen Rosa Ramírez”). 

De manera que la acción de amparo contra decisión judicial solo actúa contra sentencias 
dictadas con ocasión a una acción de amparo constitucional, siempre que infrinjan derechos o 
garantías constitucionales ex novo; es decir, cuando tales decisiones dictadas en última ins-
tancia lesionen una situación jurídica y fáctica distinta a la que constituyó el objeto del debate 
en el juicio originario de amparo. En efecto, el ejercicio del amparo contra amparo resultaría 
posible únicamente en el caso de agravios constitucionales no juzgados o que se deriven 
directamente del curso del proceso de amparo o de la sentencia dictada por el juez constitu-
cional de última instancia, por ello, los elementos que configuran la nueva vulneración del 
orden constitucional deben ser distintos a los que ya fueron sometidos a revisión a través de 
la acción de amparo constitucional. 

A la luz de las consideraciones precedentemente explanadas, se aprecia que el hoy de-
mandante intentó la acción de amparo sub examine arguyendo una presunta violación a sus 
derechos constitucionales a la defensa, debido proceso y tutela judicial efectiva, trayendo a 
colación el alegato de una presunta ineficacia de un instrumento poder por medio del cual 
actuó un profesional del derecho en un juicio de divorcio por desafecto, argumento este que 
fue dilucidado en el juicio de amparo y que, ante la infructuosidad de su pretensión, pretende 
ahora hacerlo valer a través de esta acción que en modo alguno podría prosperar, por cuanto 
se crearía una cadena interminable de acciones de amparo, vulnerándose así el principio de la 
doble instancia -lesionando a su vez la seguridad jurídica-, quedando desvirtuada la esencia 
breve y expedita que inviste el proceso de amparo, tal y como ya fue establecido por la juris-
prudencia pacífica y reiterada de esta Sala que fue supra invocada. 
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Adicionalmente, advierte esta Sala que lo que pretende el accionante de amparo con la 
interposición de esta demanda es el ejercicio de un recurso de invalidación para atacar una 
decisión dictaminada en un juicio de divorcio por desafecto, de allí que resulte necesario 
puntualizar que la invalidación constituye un recurso extraordinario en el cual el fin perse-
guido no es otro que privar de efectos jurídicos válidos a una sentencia ejecutoriada o un acto 
que tenga fuerza de tal, como lo dispone el artículo 327 del Código de Procedimiento Civil, 
siendo que este medio de impugnación se ejerce contra la sentencia definitivamente firme y 
con su ejercicio no se pretende la revisión de sus fundamentos, sino la revisión de la confor-
mación de la relación jurídica procesal, especialmente de aquellos errores de hecho o vicios 
de procedimiento que no determinaron los motivos del fallo judicial, pero que, ciertamente, 
afectaron la constitución válida del proceso y, por tanto, la validez de la cosa juzgada (vid en 
este sentido sentencia de esta Sala N° 1.056 del 8 de diciembre de 2017), no obstante a ello, 
ya esta Sala fue enfática en puntualizar que en un procedimiento de divorcio por la “causal 
de desafecto”, al ser considerado este como de mero derecho y no contencioso, no tiene 
previsto medio recursivo alguno, ni ordinario, ni extraordinario, tal y como ya lo sostuvo este 
órgano jurisdiccional en sus fallos N° 357, de fecha 27 de marzo 2009 y en el ya mencionada 
n° 1.070, de fecha 9 de diciembre 2016, de allí que lo pretendido por el demandante reflejaría 
manifiestamente una contradicción a la jurisprudencia que esta Sala ha asentado en este tipo 
de asuntos, resultando entonces ajustado a derecho lo dictaminado en el juicio principal de 
amparo. Así se establece. 

En conclusión, al no evidenciarse en este caso que se haya obstaculizado la garantía in-
dispensable para que se escuche a las partes, o que se les despojara del tiempo necesario para 
presentar pruebas y ejercer plenamente la defensa de sus derechos e intereses, siempre de la 
manera prevista en la ley; de forma tal, que el caso aquí analizado en alzada se resolvió con-
forme a derecho, en aras de una tutela judicial efectiva, siendo que el Juzgado Superior Se-
gundo en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, 
en su sentencia aquí examinada del 23 de septiembre de 2021, no actuó con abuso de poder ni 
se extralimitó en su competencia; esta Sala debe declarar improcedente in limine litis la ac-
ción de amparo, en atención a los principios procesales de economía y celeridad procesal, por 
lo que resulta inoficioso emitir pronunciamiento sobre el requerimiento cautelar aquí formu-
lado. Así se decide. 

TSJ-SC (1184)  14 -12-2022 

Magistrada Ponente: Michel Adriana Velásquez Grillet 

Caso: INVERSIONES ANNY SAN MIGUEL ARCANGEL C.A  

…En tal virtud, visto que la parte actora sí contaba con el recurso idóneo para rebatir la 
decisión dictada, el 22 de abril de 2022, por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercan-
til y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolivariano de Miranda, con sede 
en Los Teques, en el expediente identificado con el  Nº 22-9812 (nomenclatura de ese Juzga-
do), el cual además fue debidamente agotado, la acción de amparo constitucional deviene en 
inadmisible, de conformidad con el artículo 6.5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Dere-
chos y Garantías Constitucionales y la sentencia citada supra citada. Así se declara. 

Ahora bien, resulta evidente que el abogado Jesús Salvador Rendón Carrillo, ya identi-
ficado, actuando como apoderado judicial de la sociedad mercantil INVERSIONES ANNY 
SAN MIGUEL ARCÁNGEL C.A., pretende con el amparo que esta Sala Constitucional, 
actúe como una tercera instancia, y se subrogue en las competencias que le corresponde a los 
jueces en las instancias respectivas, no siendo esta la naturaleza de la acción de amparo cons-
titucional cuya finalidad es desde la Sala Constitucional la protección a los derechos y garan-
tías constitucionales. 
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Debe reiterarse, una vez más, que en el procedimiento de amparo el juez enjuicia las ac-
tuaciones de los órganos del poder público o de los particulares, que hayan podido lesionar 
los derechos fundamentales, pero, en ningún caso, puede revisar, por ejemplo, la aplicación o 
interpretación del derecho ordinario, por parte de la administración o los órganos judiciales, a 
menos que de ella se derive una infracción directa de la Constitución. No se trata de una 
nueva instancia judicial o administrativa, ni de la sustitución de los medios ordinarios para la 
tutela de los derechos o intereses, se trata de la reafirmación de los valores constitucionales, 
en la cual el juez que conoce del amparo puede pronunciarse acerca del contenido o aplica-
ción de las normas constitucionales que desarrollan los derechos fundamentales, revisar la 
interpretación que de éstas ha realizado la administración pública o los órganos de la admi-
nistración de justicia, o establecer si los hechos de los que se deducen las violaciones consti-
tucionales, constituyen una violación directa de la Constitución (sentencia  Nº 828, del 27 de 
julio de 2000, caso: Segucorp C.A.), [Véase: Revista de Derecho Público Nº 83 Julio-
septiembre 2000 pp. 290 y ss] Así se declara. 

En consecuencia, en virtud de lo expuesto, a la luz de lo que se transcribió, observa la 
Sala que, en el caso de autos, los mismos alegatos de la parte actora hacen constar que debe 
agotarse el medio judicial preexistente, tal como lo hizo el accionante del amparo, en conse-
cuencia, no puede pretender el quejoso la sustitución, con el amparo, del medio o recurso que 
previamente dispuso el ordenamiento procesal civil para el restablecimiento de la situación 
jurídica que supuestamente fue infringida, pues dichos medios constituyen la vía idónea para 
la garantía de la tutela judicial eficaz y sólo cuando no obtengan respuesta o haya una dila-
ción procesal indebida pueden, los interesados, acudir a la vía del amparo.  

La admisión de lo contrario comportaría la desaparición de las otras vías que estableció 
el legislador para la eficacia y realización de los derechos e intereses de las partes –incluso 
los constitucionales- dentro de un determinado proceso. Así se decide. 

Visto todo lo anteriormente planteado y ante la inadmisibilidad de la presente acción de 
amparo, resulta inoficioso emitir pronunciamiento alguno respecto a la medida cautelar in-
nominada solicitada conjuntamente con la misma, así como respecto a todas las demás solici-
tudes formuladas con el escrito de interposición de la acción de amparo. Así se declara. 

B. Inadmisibilidad  

TSJ-SC (999)  17-11-2022 

Magistrado Ponente: Lourdes Benicia Suárez Anderson 

Caso: Yorbelys Oropeza. y otros 

Una vez realizado el examen pormenorizado del presente expediente, procede esta Sala 
a emitir pronunciamiento de acuerdo a las consideraciones siguientes: 

ÚNICO 

En el presente asunto los accionantes con la proposición de la acción de amparo sub 
examine pretenden cuestionar la constitucionalidad del actuar de la Sala Político Adminis-
trativa de este Tribunal Supremo de Justicia, en sus sentencias Nros. 444, 445 y 446, todas 
del 11 de agosto de 2022, por lo que este órgano jurisdiccional, en atención a lo dispuesto 
en los artículos 266.1 y 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
asume la competencia para emitir pronunciamiento en el presente asunto. Así se deja esta-
blecido. 

Así las cosas, conviene acotar que la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garan-
tías Constitucionales en su artículo 6, ordinal 6, establece: 
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“Artículo 6.- No se admitirá la acción de amparo: 

(…omissis…) 

6) Cuando se trate de decisiones emanadas de la Corte Suprema de Justicia”. 

Asimismo, el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia dispone 
que: “[e]l Tribunal Supremo de Justicia es el más alto Tribunal de la República, contra sus 
decisiones, en cualquiera de sus Salas, no se oirá, ni admitirá acción o recurso alguno, salvo 
lo que se dispone en la presente Ley”. 

Denótese como los preceptos normativos supra invocados son expresados con meridia-
na claridad y permiten inferir que no se admitirá el ejercicio de la acción de amparo contra de 
las decisiones que sean dictadas por el hoy Tribunal Supremo de Justicia, tal y como ya lo 
sostuvo esta Sala Constitucional en la sentencia Nº 395 del 14 de mayo de 2014, en la que se 
dejó asentado que: 

“El artículo 6, numeral 6, de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Cons-
titucionales establece que: “No se admitirá la acción de amparo: (…) 6. Cuando se trate de 
decisiones emanadas de la Corte Suprema de Justicia. 

Ello es así, por cuanto, dentro de la configuración de los tribunales de la República, el Tri-
bunal Supremo de Justicia (antes Corte Suprema de Justicia) es el máximo órgano rector del 
Poder Judicial y goza de autonomía funcional, financiera y administrativa (Cfr. artículo 1 de 
la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia), y, por tanto, sus decisiones no están su-
jetas a control de ningún otro órgano, por estar el mismo en la cúspide del Poder Judicial. 

En este orden de ideas, el Tribunal Supremo de Justicia funciona, tal y como lo dispone el 
artículo 262 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en Sala Plena y 
en las Salas: Constitucional, Político Administrativa, Electoral, de Casación Civil, de Casa-
ción Penal y de Casación Social; razón por la cual, dentro de la estructura de este Máximo 
Tribunal, no se encuentra una Sala que tenga preeminencia sobre el resto de las mismas, ya 
que, tal como quedó expuesto, todas las Salas conservan el mismo grado de jerarquía dentro 
de dicho órgano, atendiendo a las materias que le competen a cada una de ellas. 

Adicionalmente, cabe acotar que dentro de las atribuciones conferidas a la Sala Plena del 
Tribunal Supremo de Justicia contenidas en los artículos 266 de la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y 24 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, 
no se encuentra facultad alguna de dicha Sala para controlar las decisiones del resto de las 
Salas que integran el Tribunal Supremo de Justicia. 

Por su parte, el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia dispone que: 
‘El Tribunal Supremo de Justicia es el más alto Tribunal de la República, contra sus deci-
siones, en cualquiera de sus Salas, no se oirá, ni admitirá acción ni recurso alguno, salvo lo 
que se dispone en la presente Ley´. 

De esta manera, esta Sala reitera el criterio referido a la causal de inadmisibilidad en cues-
tión contenido, entre otras, en la sentencia Nº 356, de fecha 23 de marzo de 2001, caso: Isa-
bel Valdivia Rivera, en la cual se estableció lo siguiente: 

De la anterior disposición, emerge claramente que, durante la existencia de la Corte Supre-
ma de Justicia, no resultaba posible la interposición de acciones de amparo en contra de las 
decisiones proferidas por sus distintas Salas. En el mismo sentido, si bien es cierto que a 
partir de la entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezue-
la, la estructura del Poder Judicial fue modificada sustancialmente respecto del régimen 
constitucional anterior, no encuentra esta Sala motivo alguno para suponer que la norma 
parcialmente transcrita contravenga las disposiciones contenidas en la novísima Carta 
Magna; por lo que de conformidad con la disposición derogatoria única (…) aquella con-
serva su plena vigencia. 
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En tal sentido, resulta innegable que no es posible el ejercicio de la acción de amparo cons-
titucional contra sentencias dictadas por este Máximo Tribunal en cualquiera de sus Salas, 
salvo la competencia que esta Sala Constitucional tiene, en ejercicio de la potestad prevista 
en el artículo 336, numeral 10, de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
en concordancia con lo dispuesto en el artículo 25, numeral 11, de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Supremo de Justicia, de revisar las sentencias dictadas por las otras Salas de este 
Alto Tribunal, mediante la interposición de una solicitud de revisión en los términos esta-
blecidos por esta Sala en la sentencia  Nº 93, del 06 de febrero de 2001, caso: Corpotu-
rismo, y de las sentencias definitivamente firme en las que se haya ejercido el control di-
fuso de la constitucionalidad (Cfr. artículo 25, numeral 12, de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Supremo de Justicia). 

Así, en atención a las disposiciones normativas señaladas, y a la jurisprudencia reiterada de 
esta Sala, la acción de amparo interpuesta es inadmisible, de conformidad con lo estableci-
do en los artículos 6, numeral 6, de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 
Constitucionales y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Así se declara”. 
(Destacado de este fallo). 

Cónsono con lo hasta ahora expuesto, al pretenderse el cuestionamiento del acto de juz-
gamiento proferido por la Sala Político Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, 
en las sentencias Nros. 444, 445 y 446, todas del 11 de agosto de 2022, al existir la prohibi-
ción legal expresa de admitir este tipo de pretensiones, resulta forzoso decretar la inadmisibi-
lidad de la acción de amparo aquí propuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 
6 cardinal 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y el 
artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Así se decide. 

TSJ-SC (971)  14 -11-2022 

Magistrado Ponente: Luis Fernando Damiani Bustillos 

Caso: Keider Zuleimer Martínez Márquez 

…Ahora bien, la Sala advierte respecto de las actuaciones que se denuncian como cau-
santes de la vulneración de los derechos y garantías constitucionales de la accionante, lo 
siguiente: 

1.- Respecto del fallo del 12 de junio de 2019, dictada por el Juzgado Segundo de Pri-
mera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito del Segundo Circuito de la Circunscrip-
ción Judicial del Estado Portuguesa, que se pronunció sobre la partición de comunidad here-
ditaria que dio origen al juicio primigenio, la Sala advierte que se trata de una sentencia defi-
nitiva que declaró concluida la partición incoada, contra la cual no se ejerció recurso alguno 
dentro de los lapsos legales correspondientes.  

Así el artículo 6.4 de Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucio-
nales establece: 

“Artículo 6.- No se admitirá la acción de amparo:  

(…Omissis…) 

4) Cuando la acción u omisión, el acto o la resolución que violen el derecho o la garantía 
constitucionales hayan sido consentidos expresa o tácitamente, por el agraviado, a menos 
que se trate de violaciones que infrinjan el orden público o las buenas costumbres. Se enten-
derá que hay consentimiento expreso, cuando hubieren transcurrido los lapsos de prescrip-
ción establecidos en leyes especiales o en su defecto seis (6) meses después de la violación o 
la amenaza al derecho protegido”. 

En tal sentido, se observa que la acción de amparo se ejerció el 16 de marzo de 2020, es 
decir, nueve (9) meses desde que se dictó dicha sentencia, teniendo en cuenta que en el dis-
positivo del mismo fallo se señaló que no era necesaria la notificación de las partes por cuan-
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to se encontraban a derecho (folio 29), por lo que respecto de la misma resulta inadmisible la 
tutela constitucional invocada de conformidad con el numeral 4 del artículo 6 de la Ley Or-
gánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Así se decide.   

2.- Respecto del acto de remate del 8 de enero de 2020, la Sala advierte que si la hoy ac-
cionante en amparo no hubiese estado de acuerdo con la partición, por considerarla violatoria 
de sus derechos constitucionales, se podía haber opuesto a la partición de conformidad con lo 
establecido en el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil, lo cual no hizo, por el 
contrario se advierte del propio escrito de amparo consignado ante el Juzgado Superior en lo 
Civil, Mercantil y del Tránsito del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado 
Portuguesa por la parte accionante, que “no [se opuso] al procedimiento de partición, por 
entender que es un bien que no es solamente [de ella], pero que es una vivienda en la que 
[ella] resid[e] con [su] familia, no [se opuso] por cuanto [sabe] que se debe partir, y en virtud 
de esto el Juzgado Agraviante ordenó librar notificación a las partes para que comparecie-
ran a nombrar partidor, el cual fue nombrado dándole un irrisorio valor al inmueble de 
SETENTA MILLONES DE BOLÍVARES (Bs. 70.000.000,00), aunque por ser una mujer 
soltera sin trabajo no [pudo] pagar el valor para los otros herederos (…)”, es decir, que lo 
que existe es una disconformidad con el precio establecido por los peritos valuadores, no 
expresado en la oportunidad legal correspondiente, toda vez que no se desprende de las actas 
del expediente que durante la tramitación del juicio de partición se le hayan vulnerado a la 
hoy accionante en amparo derechos y garantías constitucionales. 

En este sentido, la Sala ha señalado que la acción de amparo resulta inadmisible a tenor 
del contenido del numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 
Garantías Constitucionales, cuando se demuestre que el accionante en amparo pudo disponer 
de medios idóneos de impugnación contra el acto que considera lesivo a sus derechos y que 
no ejerció previamente. 

En relación a esta causal, la Sala en sentencia N° 2.369 del 23 de noviembre de 2001, 
(caso: “Parabólicas Service´s Maracay, C.A.”), estableció lo siguiente: 

“(…) La Sala estima pertinente señalar que la norma prevista en el artículo 6, numeral 5 de 
la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, consagra simul-
táneamente el supuesto de admisibilidad e inadmisibilidad de la acción de amparo. 

Así, en primer término, se consagra claramente la inadmisión de la acción cuando el agra-
viado haya optado por recurrir a las vías ordinarias o a los medios judiciales preexistentes, 
sobre el fundamento de que todo juez de la República es constitucional y, a través del ejerci-
cio de los recursos que ofrece la jurisdicción ordinaria, se pueda alcanzar la tutela judicial 
efectiva de derechos o garantías constitucionales. 

No obstante, la misma norma es inconsistente, cuando consagra que, en el caso de la opción 
por la vía ordinaria, si se alega violación o amenaza de violación de un derecho o garantía 
constitucionales, la acción de amparo será admisible, caso en el cual el juez deberá acoger-
se al procedimiento y a los lapsos previstos en los artículos 23, 24 y 26 de la Ley Orgánica 
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, y su decisión versará exclusiva-
mente sobre la suspensión o no, de manera provisional, sobre el acto cuestionado de incons-
titucionalidad. 

En otras palabras, la acción de amparo es inadmisible cuando el agraviado haya optado por 
recurrir a vías ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes; por argumento 
a contrario es admisible, entonces, si el agraviado alega injuria constitucional, en cuyo caso 
el juez debe acogerse al procedimiento y a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 
26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, a fin de or-
denar la suspensión provisional de los efectos del acto cuestionado. Ahora bien, para que el 
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artículo 6.5 no sea inconsistente es necesario, no sólo admitir el amparo en caso de injuria 
inconstitucional, aun en el supuesto de que el agraviado haya optado por la jurisdicción or-
dinaria, sino, también, inadmitirlo si éste pudo disponer de recursos ordinarios que no ejer-
ció previamente (…)” (Subrayado del fallo). 

Asimismo, la Sala ha destacado anteriormente que no debe entenderse que la acción de 
amparo constitucional constituye el medio procesal idóneo para restituir las situaciones jurí-
dicas infringidas, sino que en ciertos casos los mecanismos procesales preestablecidos por el 
legislador pueden resultar idóneos a fin de restablecer la situación que se denuncia como 
lesionada, caso en el cual el amparo debe ceder ante la vía elegida; y si la misma ha sido 
agotada o existe y el juez constata que resulta capaz de garantizar la protección de los dere-
chos fundamentales infringidos (Cfr. Sentencias de la Sala Nros. 1.032 del 12 de mayo de 
2006, caso: “Guido José González Torres” y 690 del 12 de junio de 2014, caso: “Juan Andrés 
González”). 

Así las cosas, se advierte que contra la partición dictada por el Juzgado Segundo de 
Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito del Segundo Circuito de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Portuguesa, el 8 de enero de 2020, hoy objeto de amparo consti-
tucional, existía una vía ordinaria que le permitía al accionante la reparación de los agravios 
presuntamente ocasionados por la referida sentencia, como lo es -se repite-la oposición a la 
partición, contemplada en el artículo 778 del Código de Procedimiento Civil, cuyo agota-
miento es obligatorio antes de acceder al amparo constitucional y la cual no ejerció, sin per-
juicio de que la accionante en amparo hoy apelante pudiera intentar la nulidad de la partición 
de conformidad con lo establecido en el artículo 1.077 del Código Civil, por lo que respecto 
de esta denuncia, resulta inadmisible la tutela constitucional invocada, de conformidad con lo 
establecido en el numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 
Garantías Constitucionales. Así se decide. 

3.- Respecto del Auto dictado por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil y del Tránsito del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del estado Por-
tuguesa el 3 de febrero de 2020, que ordenó la ejecución forzosa, del remate efectuado el 8 de 
enero de 2020, por cuanto -a decir de la accionante- “no se cumplió a cabalidad las publica-
ciones de los respectivos carteles para el remate en la cartelera del Tribunal”. 

En tal sentido, el artículo 551 del Código de Procedimiento Civil establece: 

“Artículo 551: El remate de los bienes muebles se anunciará, en tres distintas ocasiones, de 
tres en tres días, mediante carteles que se publicarán en un periódico del lugar donde tenga 
su sede el Tribunal y, además, en uno del lugar donde estén situados los bienes, si tal fuere 
el caso. Si no hubiere periódico en la localidad la publicación se hará en un periódico de la 
capital del Estado y en otro de la capital de la República que tenga circulación en el lugar 
donde se efectuará el remate” (Destacado de la Sala). 

Del contenido del artículo precedentemente transcrito, no se advierte la pretendida obli-
gatoriedad de publicar los carteles para el remate en la cartelera del Tribunal, sino en “un 
periódico del lugar donde tenga su sede el Tribunal”, señalando además el referido artículo 
que “[s]i no hubiere periódico en la localidad la publicación se hará en un periódico de la 
capital del Estado y en otro de la capital de la República que tenga circulación en el lugar 
donde se efectuará el remate”. Ello así, se desprende de las actas del expediente a los folios 
225, 232 y 243 de la pieza 1, los tres (3) carteles de remate a que hace referencia el artículo 
551 del Código de Procedimiento Civil, con expresa mención de “ser publicado en cualquie-
ra de los diarios ‘ÚLTIMA HORA’, ‘EL REGIONAL’, ‘EL OCCIDENTE’, ‘EL NACIONAL’, 
‘ÚLTIMAS NOTICIAS’, ‘EL IMPULSO’, y ‘EL INFORMADOR U OTRO DIARIO’ (…)”, 
con lo cual conforme al artículo 551 eiusdem, resulta improcedente la tutela constitucional 
invocada respecto a la denuncia formulada. Así se decide.   
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4.- Respecto de la denuncia realizada por la accionante en amparo en su escrito de am-
paro consignado ante el Juzgado presuntamente agraviante el 16 de marzo del 2020 (folio 8), 
según la cual el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil del Tránsito del 
Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa presuntamente le 
violentó “flagrantemente el Debido (sic) Proceso (sic), y el Derecho (sic) a la Vivienda (sic) 
establecidos ambos en la carta (sic) magna (sic)” por cuanto a su decir “si existe un inmueble 
destinado a vivienda el cual está siendo ocupado por uno de los comuneros utilizándolo 
como vivienda principal familiar, entonces se tendrá que suspender el procedimiento en 
cuanto a dicho inmueble hasta tanto no se notifique al Ministerio de vivienda y Hábitat (sic), 
a los efectos de proveer un refugio temporal, por lo que no se podrá rematar el inmueble por 
cuanto hacerlo implica una desposesión del inmueble objeto de partición”, esta Sala debe 
reiterar el criterio sostenido en el fallo Nro. 0261 del 16 de diciembre de 2020 (caso: “Teresi-
ta de Jesús Achique Chique”) emanado de esta Sala Constitucional, que niega la aplicación 
del procedimiento establecido en el artículo 1 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
contra el Desalojo y Desocupación Arbitraria de Viviendas “dada la condición de propieta-
rios de la demandada hoy solicitante, quien no puede resultar amparada por un procedi-
miento de protección que está especialmente diseñado para tutelar a los arrendatarios u 
ocupantes legítimos (...omissis…) [p]or ello resulta desacertad[o] (...omissis…) que en casos 
como este, la Superintendencia Nacional de Arrendamiento de Viviendas esté obligada a 
emitir un pronunciamiento y realizar gestiones de reubicación o asignación de refugios a los 
propietarios que decidan vender sus bienes inmuebles” y siendo que el presente caso la ac-
cionante en amparo es propietaria (comunera) del inmueble objeto de remate en el juicio 
principal, resulta plenamente aplicable el precedente arriba citado.  

Ciertamente, esta Sala en casos análogos ha señalado que la normativa contenida en el 
referido Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley contra el Desalojo y Desocupación Arbi-
traria de Viviendas, no tiene aplicación posible en los juicios de partición de comunidad 
ordinaria incluida la comunidad conyugal o de gananciales  porque en estos procesos las 
partes intervinientes están en igualdad de derechos, pues todos tendrían un derecho de pro-
piedad sobre los bienes objetos de partición (Cfr. Sentencia de esta Sala N° 0398 del 2 de 
agosto de 2022,caso: “Tom Raúl Sánchez Ayala”; asimismo sentencia de la Sala de Casación 
Civil N° RC.000688 del 3 de noviembre de 2016, caso: “Miguel Oswaldo Fonseca Rodrí-
guez”), por lo tanto, respecto de esta denuncia la acción de amparo resulta igualmente impro-
cedente. Así se declara. 

Por ello, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas esta Sala estima 
que el recurso de apelación ejercido el 1° de septiembre de 2020, por la ciudadana Roxana 
Audelina Espinoza Aguilar, tercera interviniente, debe ser declarado con lugar; y el recurso 
de apelación ejercido el 2 de septiembre de 2020, por la ciudadana Keider Zuleimer Martínez 
Márquez, parte accionante en amparo, ambas identificadas, debe ser declarado sin lugar, en 
consecuencia se anula el fallo proferido por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil y del 
Tránsito del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa el 31 de 
agosto de 2020, que declaró: “ PRIMERO: PARCIALMENTE CON LUGAR la acción de 
amparo constitucional ejercida por la ciudadana KEIDER ZULEIMER MARTÍNEZ MÁR-
QUEZ, asistida de abogado, contra las decisiones de fechas 12/06/2019, 08/01/2020 y 
03/02/2020, dictadas por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y 
del Tránsito del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del estado Portuguesa, a 
cargo de la Juez, Abogada Lilibeth Ziomara Torrealba Ramírez. SEGUNDO: INADMISI-
BLE, la solicitud de nulidad de la sentencia definitiva dictada en fecha 12 de junio de 2019, 
por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito del Se-
gundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa. TERCERO: INADMI-
SIBLE la solicitud de nulidad del acto de remate celebrado en fecha 08 de enero de 2020, 
por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito del Se-
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gundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, en la causa Nro. C-
2018-1446. CUARTO: INADMISIBLE la solicitud de nulidad de todos los actos de ejecución 
de la partición que dio origen a la presente acción de amparo. QUINTO: PROCEDENTE la 
nulidad del auto de fecha 03/02/2020, donde se acuerda la ejecución forzosa de la sentencia 
que conlleva al desalojo del inmueble objeto de la partición, y en consecuencia se declara 
nulo el despacho de ejecución de sentencia librada en esa misma fecha, es decir, el 
03/02/2020. SEXTO: INADMISIBLE la solicitud de prohibición de enajenar y gravar solici-
tada en esta audiencia. SÉPTIMO: INADMISIBLE la solicitud de incompetencia del tribunal 
solicitada en esta audiencia”, en consecuencia, se declara inadmisible la acción de amparo 
constitucional, respecto del fallo del 12 de junio de 2019, dictada por el Juzgado Segundo de 
Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito del Segundo Circuito de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Portuguesa, de conformidad con el numeral 4 del artículo 6 de la 
Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales; respecto del acto de 
remate del 8 de enero de 2020, de conformidad con lo establecido en el numeral 5 del artículo 
6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales; e improce-
dente la acción de amparo constitucional ejercida el 16 de marzo de 2020, por la ciudadana 
Keider Zuleimer Martínez Márquez, ya identificada, respecto del Auto dictado por el Juzgado 
Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito del Segundo Circuito de la 
Circunscripción Judicial del estado Portuguesa el 3 de febrero de 2020, que ordenó la ejecu-
ción forzosa, del remate efectuado el 8 de enero de 2020 y respecto de la aplicación del pro-
cedimiento establecido en el artículo 1 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley contra 
el Desalojo y Desocupación Arbitraria de Viviendas. Así se decide. 


